
ARTICULO 105. RESERVA SOBRE LA INFORMACION REPORTADA. <Artículo
modificado por el artículo 2 de la Ley 1121 de 2006. El nuevo texto es el siguiente:> Sin
perjuicio de la obligación de reportar de forma inmed iata y suficiente a la Unidad de
Información y Análisis Financiero la información a que se refiere la letra d) del numeral 2 del
artículo 102, las instituciones financieras solo estarán obligadas a suministrar información
obtenida en desarrollo de los mecanismos previstos en los artículos anteriores cuando así lo
solicite la Unidad de Información y Análisis Financiero o la Fiscalía General de la Nación.

Las autoridades, las entidades, sus administradores y sus funcionarios que tengan conocimiento
por cualquier motivo de las informaciones y documentos a que se refieren los artículos anteriores
deberán mantener reserva sobre los mismos.

Las autoridades, las entidades, sus administradores y sus funcionarios no podrán dar a conocer a
las personas que hayan efectuado o intenten efectuar operaciones sospechosas, que se ha
comunicado a la Unidad de Información y Análisis Financiero información sobre las mismas, y
deberán guardar reserva sobre dicha información.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 2 de la Ley 1121 de 2006, publicada en el Diario Oficial
No. 46.497 de 30 de diciembre de 2006.

- Artículo modificado por el artículo 11 de la Ley 526 de 1999, publicada en el Diario Oficial
No 43.667, de 15 de agosto de 1999.

Concordancias

Ley 365 de 1997 -; art. 23

Legislación Anterior

Texto modificado por la Ley 526 de 1999:

ARTÍCULO 105. Reserva sobre la información reportada. Sin perjuicio de la obligación de
reportar de forma inmediata y suficiente a la Unidad de Información y Análisis Financiero la
información a que se refiere la letra d) del numeral 2o. del artículo 102, las instituciones
financieras sólo estarán obligadas a suministrar información obtenida en desarrollo de los
mecanismos previstos en los artículos anteriores cuando así lo soliciten la Unidad de
Información y Análisis Financiero y los directores regionales o seccionales de la Fiscalía
General de la Nación.

Las autoridades que tengan conocimiento de las informaciones y documentos a que se
refieren los artículos anteriores deberán mantener reserva sobre los mismos.

Las entidades y sus funcionarios no podrán dar a conocer a las personas que hayan efectuado
o intenten efectuar operaciones sospechosas, que han comunicado a la Unidad de
Información y Análisis Financiero información sobre las mismas, y deberán guardar reserva
sobre dicha información.

Texto original del Decreto 663 de 1993:

ARTÍCULO 105. Sin perjuicio de la obligación de reportar de forma inmediata y suficiente a
la Fiscalía General de la Nación o a los Cuerpos Especiales de Policía Judicial que ésta



designe la información a que se refiere la letra d. del numeral 2. del artículo 102, las
instituciones financieras sólo estarán obligadas a suministrar información obtenida en
desarrollo de los mecanismos previstos en los artículos anteriores cuando así lo soliciten los
Directores Regionales o Seccionales de la Fiscalía General de la Nación, quienes podrán
ordenarlo durante las indagaciones previas o en la etapa de instrucción, directamente o por
conducto de las entidades que cumplen funciones de policía judicial, exclusivamente para
efectos de investigaciones de delitos cuya realización les competa.

Las autoridades que tengan conocimiento de las informaciones y documentos a que se
refieren los artículos anteriores deberán mantener reserva sobre los mismos.

Las entidades y sus funcionarios no podrán dar a conocer a las personas que hayan efectuado
o intenten efectuar operaciones sospechosas, que han comunicado a la Fiscalía General de la
Nación información sobre las mismas, y deberán guardar reserva sobre dicha información.

ARTICULO 106. MODIFICACION DE NORMAS SOBRE CONTROL. Con el fin de
asegurar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el numeral 1 del artículo 102 y
numeral 1 del artículo 103 del presente Estatuto, el Gobierno Nacional podrá modificar las
disposiciones de este capítulo relacionadas con los requisitos y procedimientos que deben
adoptar con tal propósito las entidades sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia
Bancaria.

Concordancias

Ley 365 de 1997 -; art. 23

ARTICULO 107. SANCIONES. El incumplimiento de lo dispuesto en los artículos
anteriores por la no adopción o aplicación de los mecanismos de control dará lugar a la
imposición de las sanciones administrativas correspondientes, sin perjuicio de las consecuencias
penales a que hubiere lugar.

Concordancias

Ley 365 de 1997 -; art. 23

CAPITULO XVII.

EJERCICIO ILEGAL DE LAS ACTIVIDADES FINANCIERA Y ASEGURADORA

ARTICULO 108. PRINCIPIOS GENERALES.

1. Medidas cautelares. Corresponde a la Superintendencia Bancaria imponer una o varias de las
siguientes medidas cautelares a las personas naturales o jurídicas que realicen actividades
exclusivas de las instituciones vigiladas sin contar con la debida autorización:

a. La suspensión inmediata de tales actividades, bajo apremio de multas sucesivas hasta por un
millón de pesos ($1'000.000.) cada una;

b. La disolución de la persona jurídica, y



c. La liquidación rápida y progresiva de las operaciones realizadas ilegalmente, para lo cual se
seguirán en lo pertinente los procedimientos administrativos que señala el presente Estatuto para
los casos de toma de posesión de los bienes, haberes y negocios de las instituciones financieras.

PARAGRAFO 1o. La Superintendencia Bancaria entablará, en estos casos, las acciones
cautelares para asegurar eficazmente los derechos de terceros de buena fe y, bajo su
responsabilidad, procederá de inmediato a tomar las medidas necesarias para informar al público.

PARAGRAFO 2o. La Superintendencia Bancaria podrá imponer las sanciones previstas en los
artículos 209 y 211 a cualquier persona que obstruya o impida el desarrollo de las actuaciones
administrativas que se adelanten para establecer la existencia de un eventual ejercicio ilegal de
actividades exclusivas de las entidades vigiladas, así como a aquellas personas que le
suministren información falsa o inexacta.

2. Operaciones prohibidas. Las compañías de compra de cartera (factoring) no podrán realizar en
forma masiva y habitual captaciones de dinero del público.

3. Autorización estatal para desarrollar la actividad aseguradora. <Numeral modificado por el
artículo 64 de la Ley 1328 de 2009. Entra a regir el 15 de julio de 2013. Ver legislación vigente
hasta esta fecha en Legislación Anterior. El nuevo texto es el siguiente:> Salvo lo previsto en el
parágrafo 1o del artículo 39 del presente Estatuto y en normas especiales, sólo las personas
previamente autorizadas por la Superintendencia Financiera de Colombia se encuentran
debidamente facultadas para ocuparse de negocios de seguros en Colombia. En consecuencia se
prohíbe a toda persona natural o jurídica distinta de ellas el ejercicio de la actividad aseguradora.

Los contratos y operaciones celebrados en contravención a lo dispuesto en este numeral no
producirán efecto legal, sin perjuicio del derecho del contratante o asegurado de solicitar el
reintegro de lo que haya pagado; de las responsabilidades en que incurra la persona o entidad de
que se trate frente al contratante, al beneficiario o sus causahabientes, y de las sanciones a que se
haga acreedora por el ejercicio ilegal de una actividad propia de las personas vigiladas por la
Superintendencia Financiera de Colombia.

Notas de Vigencia

- Numeral modificado por el artículo 64 de la Ley 1328 de 2009, publicada en el Diario
Oficial No. 47.411 de 15 de julio de 2009. Entra a regir el 15 de julio de 2013.

Concordancias

Ley 45 de 1990; Art. 35

Legislación Anterior



Texto original del EOSF, vigente hasta el 14 de julio de 2013:

3. Sólo las personas previamente autorizadas por la Superintendencia Bancaria se encuentran
debidamente facultadas para ocuparse de negocios de seguros en Colombia. En
consecuencia, se prohibe a toda persona natural o jurídica distinta de ellas el ejercicio de la
actividad aseguradora.

Los contratos y operaciones celebrados en contravención a lo dispuesto en este numeral no
producirán efecto legal, sin perjuicio del derecho del contratante o asegurado de solicitar el
reintegro de lo que haya pagado; de las responsabilidades en que incurra la persona o entidad
de que se trate frente al contratante, al beneficiario o sus causahabientes, y de las sanciones a
que se haga acreedora por el ejercicio ilegal de una actividad propia de las personas vigiladas
por la Superintendencia Bancaria.

4. Organismos cooperativos que presten servicios de previsión y solidaridad. En ningún caso los
organismos de carácter cooperativo que presten servicios de previsión y solidaridad que
requieran de una base técnica que los asimile a seguros, podrán anunciarse como entidades
aseguradoras y denominar como pólizas de seguros a los contratos de prestación de servicios que
ofrecen.

5. Utilización de la palabra ahorros. Ningún banco, individuo, sociedad, compañía colectiva o
corporación distinta de una entidad debidamente autorizada para usar la palabra ahorros, podrá
hacer uso de las palabras "ahorro" o "ahorros", o sus equivalentes, en sus negocios o poner
cualquier aviso o señal escrita que contenga las palabras "ahorro" o "ahorros", o sus equivalentes
ni podrá ninguna persona natural o jurídica distinta de una entidad debidamente autorizada
solicitar o recibir en forma alguna depósitos de ahorros.

Concordancias

Estatuto Orgánico del Sistema Financiero; Art. 72

Ley 795 de 2003; Art. 12

Ley 599 de 2000; Art. 316

ARTICULO 109. LIMITACIONES EN LA PUBLICIDAD. Ninguna persona o sociedad,
excepto el Banco de la República y aquellas debidamente autorizadas por el Superintendente
Bancario, podrá hacer uso de ningún aviso de oficina en el lugar donde haga sus negocios, que
contenga un nombre artificial u otras palabras que indiquen que aquel lugar u oficina
corresponde a un banco, corporación financiera, corporación de ahorro y vivienda*, compañía de
financiamiento comercial, sociedad de servicios financieros o sociedad de capitalización, ni
podrá persona alguna usar o circular membretes, encabezamiento de facturas, esqueletos en
blanco, documentos, recibos, certificados, circulares o cualquier papel escrito o impreso en todo
o en parte, que contengan un nombre artificial o de entidad, u otra palabra o palabras que
indiquen que tales negocios son los de una de las entidades mencionadas.

Notas del Editor



* Sobre corporaciones de ahorro y vivienda, debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el
artículo 5 de la Ley 546 de 1999, publicada en el Diario Oficial No 43.827, del 23 de
diciembre de 1999, mediante el cual se dispuso la conversión de las corporaciones de ahorro
y vivienda en bancos comerciales.

CAPITULO XVIII.

OTRAS INVERSIONES Y OPERACIONES DE LAS INSTITUCIONES FINANCIERAS

.ARTICULO 110. INVERSIONES.

1. Autorización legal. Los establecimientos de crédito, las sociedades de servicios financieros y
las sociedades de capitalización sólo podrán participar en el capital de otras sociedades cuando
para ello hayan sido autorizadas expresamente por normas de carácter general.

2. Inversiones en sociedades de servicios técnicos o administrativos. Previa autorización general
del Gobierno Nacional, los establecimientos de crédito, las sociedades de servicios financieros y
las sociedades de capitalización podrán poseer acciones en sociedades anónimas cuyo único
objeto sea la prestación de servicios técnicos o administrativos necesarios para el giro ordinario
de los negocios de dichas instituciones. Tales instituciones y sus matrices estarán sometidas a las
limitaciones consagradas en las letras b. del artículo 119 numeral 1. del presente estatuto, a. y c.
del artículo 119 numeral 2. del presente Estatuto y en el artículo 119 numeral 3. del presente
Estatuto.

PARAGRAFO 1o. La Superintendencia de Sociedades ejercerá la inspección y vigilancia de las
sociedades de servicios técnicos o administrativos no sometidas al control de la Superintendencia
de Valores, sin perjuicio de que la Superintendencia Bancaria pueda decretar la práctica de
visitas de inspección a las mismas para el ejercicio de sus funciones.

PARAGRAFO 2o. La participación de la matriz en el capital de las filiales deberá sujetarse a lo
dispuesto en la letra c. numeral 1. del artículo 119 del presente Estatuto, salvo cuando estas
sociedades se constituyan entre varias bolsas de valores, comisionistas de bolsa o entidades
sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria.

3. Inversiones en bienes raíces de las Sociedades de servicios financieros. Las sociedades de
servicios financieros, con sujeción a las restricciones y limitaciones impuestas por las leyes,
podrán adquirir y poseer bienes raíces con sujeción a las reglas que se señalan en el numeral 6.
del presente artículo.

4. Inversiones no autorizadas en instituciones financieras y entidades aseguradoras. Sin perjuicio
de la aplicación de las sanciones legales que resulten procedentes, en el evento en que los
establecimientos de crédito, las sociedades de servicios financieros y las sociedades de
capitalización efectúen inversiones en instituciones financieras o en entidades aseguradoras en
cuyo capital no tengan capacidad legal para participar, como operación propia de su objeto
social, deberán proceder a su inmediata enajenación, a más tardar dentro de los seis (6) meses
siguientes a la adquisición.

PARAGRAFO. Los establecimientos de crédito, las sociedades de servicios financieros y las
sociedades de capitalización que mantenían a 31 de Diciembre de 1991 inversiones no



autorizadas en instituciones financieras deberán enajenarlas dentro de los términos fijados en los
planes de desmonte que se hayan convenido con la Superintendencia Bancaria, de acuerdo a lo
previsto en el Decreto 57 de 1992; en relación con las inversiones no autorizadas que se
mantengan en entidades aseguradoras, el plazo para su enajenación expirará el 31 de Diciembre
de 1992, a menos que se acuerde con la Superintendencia Bancaria, antes del 30 de Julio de
1992, un plan de desmonte que concluya a más tardar el 31 de Diciembre de 1994, tratándose de
entidades que se encuentren sometidas a vigilancia especial o hayan recibido orden de
capitalización, siempre que se justifiquen debidamente las razones que sirven de fundamento a la
petición y que ésta incida favorablemente en la obtención de mejores condiciones de
enajenación.

5. Sanciones por incumplimiento de la obligación de enajenación. En el caso de que los planes
de desmonte de inversiones no autorizadas en instituciones financieras o en entidades
aseguradoras no se hayan convenido en las oportunidades establecidas, o sean incumplidos, o no
se produzca la enajenación en el plazo máximo autorizado, la Superintendencia Bancaria
impondrá a la institución que mantenga la inversión no autorizada, hasta que se produzca su
venta, multas sucesivas por cada mes o fracción de mes no inferiores al cero punto cinco por
ciento (0.5%) ni superiores al tres y medio por ciento (3.5%) del mayor valor del intrínseco de
las acciones o aportes cooperativos en los que esté representada la inversión y el correspondiente
al capital y reserva legal de la entidad. En caso de que se celebre un negocio de fiducia mercantil
para la enajenación de las acciones, la venta a la que hace referencia la presente disposición sólo
se entenderá cumplida cuando se transfiera a un tercero la propiedad fideicomitida.

6. Inversiones en inmuebles. <Numeral modificado por el artículo 77 del Decreto 19 de 2012. El
nuevo texto es el siguiente:> Los establecimientos de crédito y las sociedades de servicios
financieros, con sujeción a las restricciones y limitaciones impuestas por las leyes, podrán
adquirir y poseer bienes raíces con sujeción a las reglas que a continuación se indican:

a. Los necesarios para el acomodo de los negocios de la entidad; excepcionalmente, con sujeción
a las instrucciones que sobre el particular imparta la Superintendencia Bancaria, podrá emplear la
parte razonable no necesaria a su propio uso para obtener una renta;

b. Los que le sean traspasados en pago de deudas previamente contraídas en el curso de sus
negocios, cuando no exista otro procedimiento razonable para  su cancelación, y

c. Los que le sean adjudicados en subasta pública, por razón de hipotecas constituidas a su favor.

Todo bien raíz que compre o adquiera una de tales entidades, conforme a las letras b. y c. de este
numeral, será vendido por ésta dentro de los dos (2) años siguientes a la fecha de la compra o
adquisición, excepto cuando la junta directiva haya ampliado el plazo para ejecutar la venta. Tal
ampliación no podrá exceder en ningún caso dos años.

Notas de Vigencia

- Numeral modificado por el artículo 77 del Decreto 19 de 2012, publicado en el Diario
Oficial No. 48.308 de 10 de enero de 2012.

Legislación Anterior



Texto original del EOSF:

6. Inversiones de inmuebles. Los establecimiento de crédito y las sociedades de servicios
financieros, con sujeción a las restricciones y limitaciones impuestas por las leyes, podrán
adquirir y poseer bienes raíces con sujeción a las reglas que a continuación se indican:

a. Los necesarios para el acomodo de los negocios de la entidad; excepcionalmente, con
sujeción a las instrucciones que sobre el particular imparta la Superintendencia Bancaria,
podrá emplear la parte razonable no necesaria a su propio uso para obtener una renta;

b. Los que le sean traspasados en pago de deudas previamente contraídas en el curso de sus
negocios, cuando no exista otro procedimiento razonable para su cancelación, y

c. Los que le sean adjudicados en subasta pública, por razón de hipotecas constituidas a su
favor.

Todo bien raíz que compre o adquiera una de tales entidades, conforme a las letras b. y c. de
este numeral, será vendido por ésta dentro de los dos (2) años siguientes a la fecha de la
compra o adquisición, excepto cuando la Superintendencia Bancaria, a solicitud de la junta
directiva, haya ampliado el plazo para ejecutar la venta, pero tal ampliación no podrá exceder
en ningún caso de dos años.  

7. Inversiones en muebles. Las entidades mencionadas en el numeral anterior podrán recibir
bienes muebles en dación en pago con sujeción a lo previsto en la letra b. de la citada norma,
teniendo la obligación de enajenarlos en los términos previstos para los bienes inmuebles.

8. Inversión en bolsas de valores. <Numeral adicionado por el artículo 6o. de la Ley 510 de 1999.
El texto es el siguiente:> Las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria podrán
adquirir y poseer acciones y bonos obligatoriamente convertibles en acciones emitidos por las
bolsas de valores.

Notas de vigencia

- Numeral adicionado por el artículo 6o. de la Ley 510 de 1999, publicada en el Diario
Oficial No. 43.654 del 4 de agosto de 1999.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el artículo 6 de la
Ley 510 de 1999 por ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de
violación.

9. Inversiones en sociedades especializadas en depósitos y pagos electrónicos. <Numeral
adicionado por el artículo 14 de la Ley 1735 de 2014. El nuevo texto es el siguiente:> Las
sociedades de servicios financieros podrán participar en el capital de sociedades especializadas
en depósitos y pagos electrónicos, para lo cual les serán aplicables en lo pertinente, las demás
disposiciones que regulen esta materia y los lineamientos que para el efecto establezca el
Ministerio de Hacienda y Crédito Público.



Notas de Vigencia

- Numeral adicionado por el artículo 14 de la Ley 1735 de 2014, 'por la cual se dictan
medidas tendientes a promover el acceso a los servicios financieros transaccionales y se
dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 49.311 de 21 de octubre de
2014.

Concordancias

Código de Comercio; Art. 373

ARTICULO 111. OTRAS OPERACIONES.

1. Operaciones de cambio. De conformidad con el artículo 8o. de la Ley 9a. de 1991, las
instituciones financieras autorizadas para operar como intermediarios del mercado cambiario,
podrán realizar las operaciones de cambio, en las condiciones y con los requisitos que
determinen las autoridades competentes.

2. Actividades de intermediación en el mercado de valores. De conformidad con el artículo 7o.
de la Ley 27 de 1990, las entidades sujetas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia
Bancaria podrán realizar actividades de intermediación en el mercado público de valores en la
medida en que se los permita su régimen legal y con arreglo a las disposiciones que expida la
Sala General de la Superintendencia de Valores.

3. Oferta pública de documentos emitidos por las instituciones financieras. Los documentos de
carácter serial o masivo que emitan los establecimientos de crédito vigilados por la
Superintendencia Bancaria, en desarrollo de operaciones pasivas realizadas de manera regular o
esporádica, se entenderán inscritos en el Registro Nacional de Valores para todos los efectos
legales y podrán ser objeto de oferta pública sin que se requiera autorización de la
Superintendencia Bancaria o de Valores. No obstante lo anterior, la Superintendencia de Valores
podrá suspender o cancelar la inscripción en los casos previstos por la ley. Sin perjuicio de lo
anterior, deberá remitirse a la Superintendencia Bancaria la información indicada en el artículo
133 numeral 1. del presente Estatuto, en la oportunidad allí prevista.

Tratándose de entidades de servicios financieros y compañías de seguros, la autorización
respecto de la oferta pública será emitida por la Superintendencia de Valores.

Lo dispuesto en el presente artículo no se aplicará respecto de las acciones o bonos convertibles
en acciones que emitan las instituciones financieras o entidades aseguradoras. En consecuencia,
la oferta pública de los mencionados documentos continuará sometida a las disposiciones
generales que regulan la materia.

CAPITULO XIX.

INVERSIONES OBLIGATORIAS

ARTÍCULO 112. INVERSIÓN EN TÍTULOS DE DESARROLLO AGROPECUARIO.
<Artículo modificado por el artículo 221 de la Ley 2294 de 2023. El nuevo texto es el
siguiente:> Las entidades financieras, de acuerdo con el numeral 2 del artículo 229 del presente
Estatuto, deberán suscribir “Títulos de Desarrollo Agropecuario” en proporción a los diferentes



tipos de sus exigibilidades en moneda legal, deducido previamente el encaje, según lo establezca,
mediante normas de carácter general, la Junta Directiva del Banco de la República, organismo
que fijará sus plazos y tasas de interés.

Conforme la regulación del Crédito Agropecuario definida en la ley específicamente en el
artículo 219 y el literal b) del numeral 2 del artículo 218 de este Estatuto, la Junta Directiva del
Banco de la República determinará el monto máximo de la sustitución de las inversiones
obligatorias en los Títulos de Desarrollo Agropecuario.

Esta obligación no se hará extensiva a los bancos que integran el Sistema Nacional de Crédito
Agropecuario.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 221 de la Ley 2294 de 2023, 'por el cual se expide el
Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida”', publicada
en el Diario Oficial No. 52.400 de 19 de mayo de 2023.  Rige a partir de su publicación en el
Diario Oficial.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.      

- Numeral corregido por el artículo 5o. del Decreto 867 de 1993, 'en el sentido de que la
norma citada en el mismo es el numeral 2o, del artículo 229 de dicho Estatuto'.

- Artículo 79 de la Ley 1450 de 2011 derogado por el artículo 267 de la Ley 1753 de 2015,
'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”',
publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

- Parágrafo adicionado por el artículo 79 de la Ley 1450 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 48.102 de 16 de junio de 2011, 'Por la cual se expide el Plan Nacional de
Desarrollo, 2010-2014'.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.    

Concordancias

Ley 2294 de 2023; Art. 220 (EOSF; Art. 228 Num. 2 Lit. r))

Legislación Anterior



Texto original del Decreto 663 de 1993:

ARTICULO 112. INVERSIONES OBLIGATORIAS.

1. Inversiones sustitutivas de inversiones obligatorias. La Junta Directiva del Banco de la
República, de acuerdo con el artículo 31 de la Ley 35 de 1993, podrá señalar colocaciones
sustitutivas de cualquier inversión obligatoria prevista en la ley, o establecer mecanismos
alternativos para su cumplimiento, teniendo en cuenta la destinación de la inversión
respectiva.

2. Inversión en Títulos de Desarrollo Agropecuario. Las entidades financieras, de acuerdo
con el numeral 2. del artículo {267} <sic, 229> del presente Estatuto, deberán suscribir
'Títulos de Desarrollo Agropecuario' en proporción a los diferentes tipos de sus
exigibilidades en moneda legal, deducido previamente el encaje, según lo establezca,
mediante normas de carácter general, la Junta Directiva del Banco de la República,
organismo que también fijará sus plazos y tasas de interés.

Esta obligación no se hará extensiva a los bancos que integran el Sistema Nacional de
Crédito Agropecuario.

PARÁGRAFO. <Parágrafo derogado por el artículo 267 de la Ley 1753 de 2015>
 <Parágrafo adicionado por el artículo 79 de la Ley 1450 de 2011. El nuevo texto es el
siguiente:> Para el cálculo del monto que les corresponda acreditar a las entidades
financieras como inversión en títulos de desarrollo agropecuario, la Junta Directiva del
Banco de la República deberá tener en cuenta la posición propia que tengan las entidades
financieras en derivados sobre bienes y productos agropecuarios o en otros commodities, la
cual computará como parte del monto del total de la inversión que deban acreditar.

CAPITULO XX.

INSTITUTOS DE SALVAMENTO Y PROTECCION DE LA CONFIANZA PUBLICA

ARTICULO 113. MEDIDAS PREVENTIVAS DE LA TOMA DE POSESION.

<Inciso adicionado por el artículo 19 de la Ley 510 de 1999. El texto es el siguiente:> Sin
perjuicio de las medidas que las entidades financieras deban adoptar en cumplimiento de las
disposiciones que dicte el Gobierno Nacional en ejercicio de las facultades que le confiere el
artículo 48, literal i), de este Estatuto, la Superintendencia Bancaria podrá adoptar
individualmente las medidas previstas en los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6 y 7 de este artículo.

Notas de vigencia

- Inciso adicionado por el artículo 19 de la Ley 510 de 1999, publicada en el Diario Oficial
No. 43.654 del 4 de agosto de 1999.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Inciso declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-948-01 de
5 de septiembre de 2001, Magistrado Ponente Dr. Clara Inés Vargas Hernández.

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el artículo 19 de la
Ley 510 de 1999 por ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de
violación.

1. Vigilancia especial. La vigilancia especial es una medida cautelar para evitar que las entidades
sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria incurran en causal de toma de
posesión de sus bienes, haberes y negocios, o para subsanarla. En el evento en que se establezca
dicha medida, corresponderá a la Superintendencia Bancaria determinar los requisitos que tales
entidades deben observar para su funcionamiento, con el fin de enervar, en el término más breve
posible, la situación que le ha dado origen.

2. Recapitalización. La recapitalización es una medida cautelar para evitar que las entidades
sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria incurran en causal de toma de
posesión de sus bienes, haberes y negocios, o para subsanarla. En el evento en que se establezca
dicha medida, corresponderá a la Superintendencia Bancaria ordenar las recapitalizaciones
correspondientes, de acuerdo con las disposiciones legales.

3. Administración fiduciaria. La administración fiduciaria es una medida cautelar para evitar que
las entidades sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria incurran en
causal de toma de posesión de sus bienes, haberes y negocios, o para subsanarla. En el evento en
que se establezca dicha medida, corresponderá a la Superintendencia Bancaria promover la
administración fiduciaria de los bienes y negocios de la entidad por otra entidad financiera
autorizada.

4. Cesión total o parcial de activos, pasivos y contratos y enajenación deestablecimientos de
comercio a otra institución. La cesión total o parcial de activos, pasivos y contratos, así como la
enajenación de establecimientos de comercio a otra institución es una medida cautelar para evitar
que las entidades sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria incurran en
causal de toma de posesión de sus bienes, haberes y negocios, o para subsanarla. En el evento en
que se establezca dicha medida, corresponderá a la Superintendencia Bancaria promover la
cesión de activos pasivos y contratos, así como la enajenación de establecimientos de comercio.

5. Fusión. Siempre que, a juicio del Superintendente Bancario, una fusión se haga necesaria
como medida cautelar para evitar la toma de posesión de los bienes, haberes y negocios, o para
subsanarla, dicho funcionario podrá ordenar la fusión con otra u otras instituciones financieras
que así lo consientan, sea mediante la creación de instituciones nuevas que agrupen el patrimonio
y los accionistas de la primera, o bien, según lo aconsejen las circunstancias, determinando que
otra institución financiera preexistente la absorba.

Para los efectos del presente numeral, el Superintendente Bancario dispondrá la reunión
inmediata de las asambleas correspondientes para que, mediante la adopción de los planes y
aprobación de los convenios que exija cada situación en particular, adelanten todas las
actuaciones necesarias para la rápida y progresiva formalización de la fusión decretada.



En los casos en que se persista en descuidar o en rehusar el cumplimiento de las órdenes que al
respecto expida la Superintendencia Bancaria, se procederá en la forma que indica el artículo 114
del presente Estatuto y normas que lo adicionen.

6. Programa de recuperación. <Numeral adicionado por el artículo 19 de la Ley 510 de 1999. El
texto es el siguiente:> El programa de recuperación es una medida encaminada a evitar que una
entidad sometida al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria incurra en causal de
toma de posesión de sus bienes, haberes o negocios o para subsanarla. En virtud de dicha
medida, la entidad afectada deberá adoptar y presentar a la Superintendencia Bancaria un plan
para restablecer su situación a través de medidas adecuadas, de conformidad con las
disposiciones que dicte el Gobierno Nacional.

7. <Numeral adicionado por el artículo 19 de la Ley 510 de 1999. El texto es el siguiente:> Sin
perjuicio de lo establecido en el numeral 6 del artículo 13 de la Ley 454 de 1998, las
instituciones financieras de naturaleza cooperativa sujetas al control y vigilancia de la
Superintendencia Bancaria podrán convertirse en sociedades anónimas, en circunstancias
excepcionales y con autorización previa de la Superintendencia Bancaria, mediante reforma
estatutaria adoptada por su asamblea general. En este caso, los asociados recibirán acciones en
proporción a sus aportes en la fecha de la respectiva asamblea que determina la conversión.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Numeral 7. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-948-
01 de 5 de septiembre de 2001, Magistrado Ponente Dr. Clara Inés Vargas Hernández.

- Numeral 7. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-779-
01 de 25 de julio de 2001, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araujo Rentería, 'únicamente por
los cargos analizados'.

Establece la demanda:

'- Finalmente, el actor también considera violado el principio de la unidad de materia
respecto de los artículos 67 de la ley 454/98 y 19 y 103 de la ley 510/99, puesto que 'el
legislador, a pesar de su autonomía, tiene restricciones, como el planteado en el artículo 158
de la Constitución Política, entre otros, elemento este que olvidó, cuando legisló al emitir la
Ley 510/99, además por existir unidad normativa entre los artículos demandados en esta ley y
la 454/98, al incluir aspectos, que si bien, realizan las Entidades del sistema de la Economía
Solidaria, también lo es, que este requiere de una legislación independiente y con autonomía,
de tal suerte que no podría incluirlo la mentada ley...''.

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el artículo 19 de la
Ley 510 de 1999 por ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de
violación.

8. <Numeral adicionado por el artículo 19 de la Ley 510 de 1999. El texto es el siguiente:> Con
el fin de prevenir que las entidades cooperativas que realizan actividad financiera en los términos
de la Ley 454 de 1998 sean objeto de las medidas de toma de posesión previstas en el presente
Estatuto, la Superintendencia Bancaria o la Superintendencia de la Economía Solidaria, según



corresponda, podrá ordenar en cualquier momento que se suspenda la compensación de los
saldos de los créditos otorgados a asociados contra los aportes sociales.

9. <Numeral adicionado por el artículo 19 de la Ley 510 de 1999. El texto es el siguiente:> Con
el objeto de evitar que una institución financiera incurra en causal de toma de posesión de sus
bienes o para subsanarla, y siempre y cuando la Superintendencia Bancaria considere que dichas
medidas pueden contribuir a restablecer la situación de la entidad, se aplicarán las siguientes
normas especiales:

9.1 En el caso de fusión:

a) Los plazos del numeral 1 del artículo 56 de este Estatuto serán de cinco (5) y veinte (20) días,
respectivamente;

b) El plazo del numeral 3 del artículo 56 de este Estatuto será de ocho (8) días;

c) El plazo previsto en el artículo 57 de este Estatuto será de quince (15) días;

d) Los plazos del numeral 1 del artículo 58 de este Estatuto serán de quince (15) y diez (10) días,
respectivamente;

e) Lo dispuesto en el literal c) del numeral 2 del artículo 58 de este Estatuto se aplicará respecto
de las personas que vayan a tener el carácter de administradores o accionistas de la entidad
absorbente;

f) No será necesario publicar el aviso previsto en el artículo 59, ni se aplicará el artículo 62 de
este Estatuto;

g) No habrá lugar al trámite previsto por el artículo 58 del Estatuto Orgánico del Sistema
Financiero, cuando quiera que la Superintendencia Bancaria haya autorizado la operación
concreta de fusión dentro del programa de recuperación.

9.2 En los casos de adquisición se aplicarán las siguientes reglas:

a) La entidad adquirente podrá comenzar la adquisición de acciones por acuerdo de su junta
directiva. Sin embargo, sólo podrá haber absorción con la previa autorización de la asamblea de
accionistas. En el evento en que la asamblea no autorice la operación, la entidad adquirente
procederá a enajenar las acciones dentro de los plazos establecidos por la ley;

b) El plazo estipulado en el artículo 64 de este Estatuto será de quince (15) días.

9.3 En el caso de cesión de activos, pasivos y contratos se aplicarán las siguientes reglas:

a) Será necesario obtener la autorización previa de la Superintendencia Bancaria, la cual tendrá
un plazo de quince (15) días para pronunciarse;

b) Se aplicarán las reglas del artículo 68 y las de esta ley aun cuando la cesión de activos y
pasivos no alcance el porcentaje fijado por el numeral 5 del artículo 68 de este Estatuto;

c) La decisión de cesión podrá adoptarse por acuerdo de la junta directiva o del órgano que haga
sus veces;

d) No se aplicará lo dispuesto en el numeral 2 del artículo 68 de este Estatuto respecto de la



entidad cedente;

e) No se aplicará lo previsto en el numeral 3 del artículo 68 de este Estatuto. En su lugar se
publicará un aviso en un periódico de amplia circulación nacional dentro de los diez (10) días
siguientes a la fecha en que se haya recibido la autorización de la Superintendencia Bancaria.
Dentro de los diez días siguientes a la publicación del aviso mencionado, las personas que sean
parte en negocios fiduciarios, celebrados en razón de las calidades de la entidad, podrán oponerse
a la cesión. En este evento, el interesado podrá solicitar que la cesión se realice a otra institución,
lo cual podrá aceptar la entidad fiduciaria. En caso contrario la misma podrá poner fin al contrato
anticipadamente, sin que haya lugar a indemnización de perjuicios por tal hecho. Lo dispuesto en
este inciso no se aplicará a los negocios fiduciarios de garantía, así como tampoco a aquellos que
tienen por objeto desarrollar procesos de titularización o en los cuales existan terceros que sean
titulares de derechos derivados de dichos negocios, eventos en los cuales, si hubiere desacuerdo
sobre la cesión, la misma se realizará a la fiduciaria que designen los interesados por el
procedimiento que establezca el Gobierno. Respecto de los demás contratos no se requerirá el
consentimiento del contratante cedido;

f) Cuando se transfiera el total o parte del activo de una institución a otra entidad, dicha
transferencia se podrá realizar en virtud de una escritura pública en la cual se señalarán en forma
global los bienes que se transfieren, señalando su monto y partida de acuerdo con el último
balance de la entidad.

En estos casos, la transferencia de los bienes y sus correspondientes garantías y derechos
accesorios, operará de pleno derecho, sin necesidad de notificaciones, inscripciones, ni
aceptación expresa de los obligados. Lo anterior sin perjuicio de que en el caso de títulos valores
deba realizarse el endoso correspondiente y que en el caso de bienes cuya tradición por ley deba
efectuarse por inscripción en un registro, la misma se realice conforme a las normas
correspondientes, evento en el cual en la misma escritura o en otra escritura posterior, cuando se
trate de bienes que requieren esta clase de solemnidad, deberán individualizarse dichos bienes.
En el caso de que un tercero hubiere adquirido los activos por un acto oponible a terceros con
fecha cierta anterior a la escritura, el mismo no será afectado en sus derechos;

h) Las disposiciones de este numeral se aplicarán también a los casos en que la entidad haya sido
objeto de toma de posesión.

10. <Numeral adicionado por el artículo 19 de la Ley 510 de 1999. El texto es el siguiente:> Las
personas jurídicas sin ánimo de lucro de carácter civil, excepto las entidades cooperativas,
sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria podrán solicitar, aun cuando
sus indicadores no presenten niveles críticos, la respectiva autorización a esta entidad para
convertirse en sociedades anónimas. Esta conversión deberá ser adoptada como reforma
estatutaria y no producirá solución de continuidad en la existencia de la institución como persona
jurídica, ni en sus contratos, ni en su patrimonio.

Notas de vigencia

- Numerales 6 a 10 adicionados por el artículo 19 de la Ley 510 de 1999, publicada en el
Diario Oficial No. 43.654 del 4 de agosto de 1999.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el artículo 19 de la
Ley 510 de 1999 por ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de
violación.

11. EXCLUSIÓN DE ACTIVOS Y PASIVOS. <Numeral adicionado por el artículo 28 de la Ley
795 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> Con el propósito de proteger la confianza pública
en el sistema financiero, la Superintendencia Bancaria podrá disponer, como medida cautelar, la
exclusión de activos y pasivos de un establecimiento de crédito y como consecuencia de la
misma, la transferencia de la propiedad de los activos y la cesión de los pasivos de dicho
establecimiento que se determinen al expedir la orden correspondiente, cuando la medida sea
procedente a juicio del Superintendente Bancario, para prevenir que una entidad incurra en
causal de toma de posesión o para subsanarla, o como medida complementaria a la toma de
posesión.

La medida de exclusión de activos y pasivos se sujetará a las normas que el Gobierno Nacional
dicte en desarrollo de las atribuciones de intervención y a las siguientes reglas generales:

a) Unicamente serán objeto de exclusión los pasivos originados en la captación de depósitos del
público a la vista o a término, los créditos a favor del Fondo de Garantías de Instituciones
Financieras, del Fondo de Garantías de Entidades Cooperativas y del Banco de la República,
diferentes de los originados en operaciones de redescuento celebradas con este último, cuando
intermedie líneas de crédito externo, y en las operaciones de liquidez de que trata el literal b) del
artículo 16 de la Ley 31 de 1992. La transferencia de los pasivos resultante de la exclusión se
producirá de pleno derecho, sin perjuicio del aviso que se dará a los titulares de los pasivos
objeto de exclusión;

b) Los pasivos para con el público serán transferidos en su totalidad a los establecimientos de
crédito en las condiciones y bajo los procedimientos que determine el Gobierno Nacional, para lo
cual podrá utilizar el mecanismo de subasta;

c) Con los activos excluidos se conformará un patrimonio que estará separado para todos los
efectos legales del patrimonio de la entidad de la cual fue excluido, así como del patrimonio de
aquella que en virtud de la medida cautelar prevista en este numeral lo administre. Dicho
patrimonio estará afecto exclusivamente a los propósitos establecidos en el presente Estatuto y
podrá ser administrado por un establecimiento de crédito en virtud de un contrato de
administración no fiduciario o por una sociedad fiduciaria en virtud de un contrato de fiducia
mercantil. Los pasivos a favor del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, del Fondo de
Garantías de Entidades Cooperativas y del Banco de la República serán transferidos a este
patrimonio;

d) La exclusión comprenderá activos por la diferencia positiva, si la hay, resultante de restar al
activo registrado en el último balance disponible de la institución sujeto de la medida, antes de la
adopción de la misma, el pasivo externo a cargo de esta, teniendo en cuenta los ajustes que en
relación con dicho balance sean necesarios a juicio de la Superintendencia Bancaria. En todo
caso, se procurará que exista equivalencia entre el valor atribuido a los activos transferidos al
patrimonio conformado en virtud de lo previsto en el literal c) del presente numeral y los pasivos



excluidos;

e) Dentro de los activos excluidos quedarán comprendidos los que hayan sido transferidos al
Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, al Fondo de Garantías de Entidades
Cooperativas y al Banco de la República mediante operaciones de descuento o de redescuento,
diferentes de las señaladas en el literal a) de este artículo. En tal caso, las entidades mencionadas
deberán transferir al patrimonio constituido conforme al numeral 11, literal c) del artículo 113
del presente Estatuto, los bienes que les hubieren sido enajenados en desarrollo de la operación
activa de crédito, o su equivalente en dinero, a más tardar dentro de los ocho (8) días hábiles
siguientes a la fecha en que se adoptó la medida, una vez constituido el patrimonio en mención;

f) Con el fin de hacer viable la medida de exclusión, en caso de que no exista la equivalencia
entre los activos y pasivos objeto de la misma a que se refiere el literal precedente, el Fondo de
Garantías de Instituciones Financieras, dentro del marco de sus atribuciones legales y, en
especial, del numeral 6 del artículo 320 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, podrá
suscribir títulos de deuda de pago subordinado a cargo del patrimonio al que se transfieran los
activos, con el fin de que los activos existentes tengan un valor que corresponda cuando menos al
de los pasivos excluidos. Dentro de los activos excluidos podrán incluirse activos castigados;

g) Con cargo al patrimonio que se conforme con los activos excluidos se emitirán títulos
representativos de derechos sobre dichos activos por un monto equivalente al de los pasivos
excluidos, cuyas clases y condiciones serán fijadas por la Junta Directiva del Fondo de Garantías
de Instituciones Financieras, teniendo en cuenta las normas que expida el Gobierno Nacional;

h) Con el fin de darle liquidez a los activos excluidos, el Fondo de Garantías de Instituciones
Financieras podrá transferir al patrimonio constituido conforme al literal c) del presente numeral,
a cambio de títulos de deuda que se emitan en desarrollo de lo previsto en el literal g) de este
numeral, hasta una suma equivalente al seguro de depósito que habría de reconocerse en caso de
liquidación forzosa respecto de los pasivos excluidos;

i) El Fondo de Garantías de Instituciones Financieras podrá permutar títulos de deuda que se
emitan en desarrollo de lo previsto en el literal g) de este numeral, por títulos emitidos por dicho
Fondo, con el objeto de entregarlos como pago a los establecimientos de crédito receptores de los
pasivos con el público;

j) Las transferencias de los activos y pasivos excluidos se efectuará por los administradores de la
entidad, en la forma y términos que sean determinados por el Fondo de Garantías de
Instituciones Financieras, entidad que también determinará los destinatarios de las transferencias,
así como las directrices bajo las cuales se podrá adelantar por la entidad sujeto de la medida la
administración temporal de los activos excluidos, para lo cual se contará con la cooperación
interinstitucional de la Superintendencia Bancaria, todo con sujeción a las normas que establezca
el Gobierno Nacional;

k) Para efectos fiscales y de determinación de derechos notariales y de registro, las transferencias
que se realicen en desarrollo de la medida de exclusión se considerarán como actos sin cuantía;

l) La transferencia de activos y pasivos se entenderá perfeccionada con la protocolización del
documento o documentos privados que la contengan y tratándose de derechos cuya tradición o
constitución esté sujeta a registro, bastará con la inscripción de copia de la correspondiente
escritura de protocolización, caso en el cual se dará aplicación a lo previsto en el numeral 4 del
artículo 60 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero;



m) Los administradores serán responsables hasta la culpa leve en los términos del artículo 63 del
Código Civil, por el cumplimiento inmediato de la obligación de transferencia resultante de la
exclusión;

n) En el caso previsto en el presente artículo y en el evento en que se disponga la liquidación de
la entidad, respecto de los activos y pasivos excluidos no se aplicarán las reglas del artículo 300
del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero;

ñ) En caso de que llegare a existir, el remanente que quede en el patrimonio constituido
conforme al literal c) del presente numeral después de pagar los pasivos que lo afecten será
transferido al establecimiento de crédito que enajenó los activos excluidos.

PARÁGRAFO. Las menciones al Fondo de Garantías de Instituciones Financieras que se hagan
en el presente numeral, se entenderán también efectuadas al Fondo de Garantías de Entidades
Cooperativas, cuando se trate de operaciones realizadas con entidades cooperativas inscritas en
dicho fondo.

Notas de Vigencia

- Numeral 11 adicionado por el artículo 28 de la Ley 795 de 2003, publicado en el Diario
Oficial No. 45.064 de 15 de enero de 2003.

12. Programa de desmonte progresivo. <Numeral adicionado por el artículo 29 de la Ley 795 de
2003. El nuevo texto es el siguiente:> El programa de desmonte progresivo es una medida
cautelar que procede para la protección de los ahorradores e inversionistas y que busca evitar que
las entidades sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria incurran en
causal de toma de posesión o para prevenirla. Esta medida procederá cuando la institución
vigilada prevea que en el mediano plazo no podrá continuar cumpliendo con los requerimientos
legales para funcionar en condiciones adecuadas, siempre y cuando se garantice la adecuada
atención de los ahorros del público. Para este caso, la entidad deberá adoptar y someter a la
aprobación de la Superintendencia Bancaria un programa de desmonte progresivo de sus
operaciones financieras o de seguros. La Superintendencia Bancaria podrá exceptuar a las
entidades en desmonte de los requerimientos legales de una entidad en marcha.

Notas de Vigencia

- Numeral 12 adicionado por el artículo 29 de la Ley 795 de 2003, publicado en el Diario
Oficial No. 45.064 de 15 de enero de 2003.

13. Provisión para el pago de pasivos laborales. <Numeral adicionado por el artículo 30 de la
Ley 795 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> Del total de los activos que posea la institución
financiera al momento de la aplicación de la medida preventiva de exclusión o desmonte
progresivo se constituirá la provisión correspondiente para el pago de las acreencias laborales,
prestaciones sociales y/o indemnizaciones legales o convencionales existentes, con el fin de
garantizar la cancelación de los mismos.

Notas de Vigencia



- Numeral 13 adicionado por el artículo 30 de la Ley 795 de 2003, publicado en el Diario
Oficial No. 45.064 de 15 de enero de 2003.

PARAGRAFO 1o. La resolución por la cual se ordena la fusión y se dispongan las disoluciones
que correspondan según los casos, será de cumplimiento inmediato y contra ella únicamente
procederá el recurso de reposición.

Con tales resoluciones, una vez ejecutoriadas, se otorgarán las escrituras necesarias y se
efectuarán los registros de rigor, sin necesidad de más permisos y formalidades adicionales.

PARAGRAFO 2o. El Fondo de Garantías de Instituciones Financieras presentará a la
Superintendencia Bancaria, a manera de recomendación, un plan en el cual se refleje la
condición económica de cada una de las entidades agrupadas, señalando las garantías que
deberían darse a los acreedores, las cuotas o acciones que en lo sucesivo les corresponderán y el
pasivo interno y externo que asumirá la absorbente o la nueva institución que sea creada. Así
mismo, podrá recomendar que todas estas actuaciones se sometan a un procedimiento de
información pública razonablemente adecuado desde el momento en que, a juicio del
Superintendente Bancario, la nueva agrupación de instituciones financieras esté en condiciones
de actuar en el mercado como una sola unidad oferente. De ser acogido el plan por la
Superintendencia o con las modificaciones que ésta introduzca, se someterá a las asambleas
respectivas y, de no obtenerse la aprobación prevista, se procederá conforme al artículo 114 del
presente Estatuto y normas que lo adicionen, si es que no hay lugar a tomar otro tipo de
providencias, de acuerdo con la ley.

PARÁGRAFO. <Parágrafo adicionado por el artículo 31 de la Ley 795 de 2003. El nuevo texto
es el siguiente:> Las medidas contempladas en los numerales 11 y 12 del presente artículo,
podrán ser aplicables en situaciones de reorganización o desmonte total o parcial de instituciones
financieras en cuyo capital participe mayoritariamente la Nación, el Fondo de Garantías de
Instituciones Financieras u otras entidades de derecho público.

El Gobierno Nacional podrá disponer mediante normas de carácter general que en la
transferencia que se dé como consecuencia de la aplicación de la medida de exclusión, se
incluyan otros pasivos a cargo de la institución financiera de naturaleza pública respecto de la
cual recaiga la medida, caso en el cual alguno o algunos de tales pasivos podrán quedar a cargo
del patrimonio constituido conforme a lo establecido en el literal c) numeral 11 del presente
artículo. El contrato de administración de los activos excluidos se celebrará con la entidad que
designe el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, en los términos y condiciones que
este mismo determine y se sujetará a las reg las del derecho privado. La administración de los
activos excluidos podrá ser confiada a la Central de Inversiones S.A. CISA, mientras el Fondo de
Garantías de Instituciones Financieras mantenga la participación de capital mayoritaria en la
misma.

Notas de Vigencia

- Parágrafo adicionado por el artículo 31 de la Ley 795 de 2003, publicado en el Diario
Oficial No. 45.064 de 15 de enero de 2003.

Concordancias



Ley 1753 de 2015; Art. 68

Decreto Único 780 de 2016; Art. 2.5.2.3.2.8; Capítulo 2.5.5.3  

CAPITULO XXI.

TOMA DE POSESION

ARTICULO 114. CAUSALES.

1. <Inciso modificado por el artículo 32 de la Ley 795 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:>
Corresponde a la Superintendencia Bancaria tomar posesión inmediata de los bienes, haberes y
negocios de una entidad vigilada cuando se presente alguno de los siguientes hechos que, a su
juicio, hagan necesaria la medida y previo concepto del consejo asesor.

Notas de Vigencia

- Inciso modificado por el artículo 32 de la Ley 795 de 2003, publicado en el Diario Oficial
No. 45.064 de 15 de enero de 2003.

Legislación Anterior

Texto original del EOSF:

1.  <INCISO 1> Corresponde a la Superintendencia Bancaria tomar posesión inmediata de
los bienes, haberes y negocios de una entidad vigilada cuando se presente alguno de los
siguientes hechos que, a su juicio, hagan necesaria la medida, previo concepto del Consejo
Asesor y con la aprobación del Ministro de Hacienda y Crédito Público:

a. Cuando haya suspendido el pago de sus obligaciones;

b. Cuando haya rehusado la exigencia que se haga en debida forma de someter sus archivos,
libros de contabilidad y demás documentos, a la inspección de la Superintendencia Bancaria;

c. Cuando haya rehusado el ser interrogado bajo juramento, con relación a sus negocios;

d. Cuando incumpla reiteradamente las órdenes e instrucciones de la Superintendencia Bancaria
debidamente expedidas;

e. Cuando persista en violar sus Estatutos o alguna ley;

f. Cuando persista en manejar los negocios en forma no autorizada o insegura, y

g. Cuando se reduzca su patrimonio neto por debajo del cincuenta por ciento (50%) del capital
suscrito.

h. <Ordinal adicionado por el artículo 20 de la Ley 510 de 1999. El texto es el siguiente:>
Cuando existan graves inconsistencias en la información que suministra a la Superintendencia
Bancaria que a juicio de ésta no permita conocer adecuadamente la situación real de la entidad;

i. <Ordinal adicionado por el artículo 20 de la Ley 510 de 1999. El texto es el siguiente:>
Cuando la entidad no cumpla los requerimientos mínimos de capital de funcionamiento previstos



en el artículo 80 de este Estatuto;

j) <Ordinal adicionado por el artículo 20 de la Ley 510 de 1999. El texto es el siguiente:>
Cuando incumpla los planes de recuperación que hayan sido adoptados.

Notas de vigencia

- Ordinales de la h., i., j. adicionados por el artículo 20 de la Ley 510 de 1999, publicada en
el Diario Oficial No. 43.654 del 4 de agosto de 1999.

El texto del artículo 114 vigente a la fecha de expedición de la Ley 510 se identificará con el
número 1, de acuerdo a lo establecido en el artículo 20 de la misma.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el artículo 20 de la
Ley 510 de 1999 por ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de
violación.

k.<Numeral adicionado por el artículo 33 de la Ley 795 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:>
Cuando incumpla la orden de exclusión de activos y pasivos que le sea impartida por la
Superintendencia Bancaria, y

Notas de Vigencia

- Numeral adicionado por el artículo 33 de la Ley 795 de 2003, publicado en el Diario Oficial
No. 45.064 de 15 de enero de 2003.

l. <Numeral adicionado por el artículo 33 de la Ley 795 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:>
Cuando se incumpla el programa de desmonte progresivo acordado con la Superintendencia
Bancaria.

Notas de Vigencia

- Numeral adicionado por el artículo 33 de la Ley 795 de 2003, publicado en el Diario Oficial
No. 45.064 de 15 de enero de 2003.

Concordancias

Decreto Único 780 de 2016; Art. 2.5.5.3.1.8  

2. <Numeral adicionado por el artículo 20 de la Ley 510 de 1999. El texto es el siguiente:> La
Superintendencia Bancaria deberá tomar posesión inmediata de los bienes, haberes y negocios de
una entidad vigilada, cuando se presente alguno de los siguientes hechos:

a) Cuando se haya reducido su patrimonio técnico por debajo del cuarenta por ciento (40%) del
nivel mínimo previsto por las normas sobre patrimonio adecuado;

<Inciso adicionado por el artículo 34 de la Ley 795 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:>



Tratándose de las entidades aseguradoras, se entenderá configurada esta causal por defecto del
fondo de garantía.

Notas de Vigencia

- Inciso 2 adicionado al literal a) por el artículo 34 de la Ley 795 de 2003, publicado en el
Diario Oficial No. 45.064 de 15 de enero de 2003.

b) Cuando haya expirado el plazo para presentar programas de recuperación o no se cumplan las
metas de los mismos, en los casos que de manera general señale el Gobierno Nacional, de
conformidad con el artículo 48, literal i).

Notas de vigencia

- Numeral 2. con sus ordinales adicionado por el artículo 20 de la Ley 510 de 1999,
publicada en el Diario Oficial No. 43.654 del 4 de agosto de 1999.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el artículo 20 de la
Ley 510 de 1999 por ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de
violación.

Concordancias

Ley 1753 de 2015; Art. 68

ARTICULO 115. PROCEDENCIA DE LA MEDIDA. <Artículo modificado por el artículo
21 de la Ley 510 de 1999. El nuevo texto es el siguiente:> El Superintendente Bancario, previo
concepto del Consejo Asesor y con la aprobación del Ministro de Hacienda y Crédito Público,
podrá tomar inmediata posesión de los bienes, haberes y negocios de una institución vigilada.

La toma de posesión tendrá por objeto establecer si la entidad debe ser objeto de liquidación; si
es posible colocarla en condiciones de desarrollar adecuadamente su objeto social, o si se pueden
realizar otras operaciones que permitan lograr mejores condiciones para que los depositantes,
ahorradores e inversionistas puedan obtener el pago total o parcial de sus acreencias. La decisión
correspondiente deberá adoptarse por la Superintendencia Bancaria en un término no mayor de
dos (2) meses, prorrogables por un término igual por dicha entidad.

Lo anterior no impedirá que si en el desarrollo del proceso de liquidación se encuentra que es
posible colocar la entidad en condiciones de desarrollar su objeto social o realizar actos que
permitan a los ahorradores, inversionistas o depositantes obtener mejores condiciones para el
pago total o parcial de sus acreencias de acuerdo con lo dispuesto en este artículo, se adopten,
previa decisión en tal sentido de la Superintendencia Bancaria, las medidas para el efecto.
Igualmente, si durante la administración de la entidad se encuentra que no es posible
restablecerla para que desarrolle regularmente su objeto social, se podrán adoptar, previa
decisión en tal sentido de la Superintendencia Bancaria, las medidas necesarias para su
liquidación.



Notas de vigencia

- Artículo modificado por el artículo 21 de la Ley 510 de 1999, publicada en el Diario Oficial
No. 43.654 del 4 de agosto de 1999.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el artículo 21 de la
Ley 510 de 1999 por ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de
violación.

Legislación anterior

Texto original del EOSF:

ARTICULO 115. El Superintendente Bancario, previo concepto del Consejo Asesor y con la
aprobación del Ministro de Hacienda y Crédito Público, podrá tomar inmediata posesión de
los bienes, haberes y negocios de una institución vigilada para su administración o para su
liquidación.

Cuando se trate de la toma de posesión para administrar una institución vigilada, con el
objeto de colocarla en condiciones de desarrollar su objeto social de acuerdo con las
disposiciones legales, así deberá consignarlo expresamente el Superintendente Bancario en la
respectiva resolución.

ARTICULO 116. TOMA DE POSESION PARA LIQUIDAR. <Artículo modificado por el
artículo 22 de la Ley 510 de 1999. El nuevo texto es el siguiente:>

La toma de posesión conlleva:

a) La separación de los administradores y directores de la administración de los bienes de la
intervenida. En la decisión de toma de posesión la Superintendencia Bancaria podrá abstenerse
de separar determinados directores o administradores, salvo que la toma de posesión obedezca a
violación a las normas que regulan los cupos individuales de crédito o concentración de riesgo,
sin perjuicio de que posteriormente puedan ser separados en cualquier momento por el agente
especial;

b) La separación del revisor fiscal, salvo que en razón de las circunstancias que dieron lugar a la
intervención, la Superintendencia decida no removerlo. Lo anterior sin perjuicio de que
posteriormente pueda ser removido por la Superintendencia Bancaria. El reemplazo del revisor
fiscal será designado por el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras. En el caso de
liquidación Fogafin podrá encomendar al revisor fiscal el cumplimiento de las funciones propias
del contralor;

c) La improcedencia del registro de la cancelación de cualquier gravamen constituido a favor de
la intervenida sobre cualquier bien cuya mutación está sujeta a registro, salvo expresa
autorización del agente especial designado. Así mismo, los registradores no podrán inscribir
ningún acto que afecte el dominio de los bienes de propiedad de la intervenida, so pena de
ineficacia, salvo que dicho acto haya sido realizado por la persona antes mencionada;



d) La suspensión de los procesos de ejecución en curso y la imposibilidad de admitir nuevos
procesos de esta clase contra la entidad objeto de toma de posesión por razón de obligaciones
anteriores a dicha medida. A los procesos ejecutivos se aplicarán en lo pertinente las reglas
previstas por los artículos 99 y 100 de la Ley 222 de 1995, y cuando allí se haga referencia al
concordato se entenderá que se hace relación al proceso de toma de posesión. La actuación
correspondiente será remitida al agente especial;

e) La cancelación de los embargos decretados con anterioridad a la toma de posesión que afecten
bienes de la entidad. La Superintendencia Bancaria librará los oficios correspondientes;

f) La suspensión de pagos de las obligaciones causadas hasta el momento de la toma de posesión,
cuando así lo disponga la Superintendencia Bancaria, en el acto de toma de posesión. En el
evento en que inicialmente no se hayan suspendido los pagos, la Superintendencia Bancaria en el
momento en que lo considere conveniente, podrá decretar dicha suspensión. En tal caso los
pagos se realizarán durante el proceso de liquidación, si ésta se dispone, o dentro del proceso
destinado a restablecer la entidad para que pueda desarrollar su objeto social de acuerdo con el
programa que adopte el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras o se acuerde con los
acreedores. No obstante, la nómina continuará pagándose normalmente, en la medida en que los
recursos de la entidad lo permitan;

  

g) La interrupción de la prescripción y la no operancia de la caducidad respecto de los créditos a
cargo de la entidad que hayan surgido o se hayan hecho exigibles antes de la toma de posesión.

En el evento en que se decrete la cesación de pagos o la liquidación de la entidad, o se reduzca su
patrimonio neto por debajo del cincuenta por ciento (50%) del capital suscrito, la misma dejará
de estar sujeta al régimen de la renta presuntiva;

h) El que todos los depositantes y los acreedores, incluidos los garantizados, quedarán sujetos a
las medidas que se adopten para la toma de posesión, por lo cual para ejercer sus derechos y
hacer efectivo cualquier tipo de garantía de que dispongan frente a la entidad intervenida,
deberán hacerlo dentro del proceso de toma de posesión y de conformidad con las disposiciones
que lo rigen. En relación con los créditos con garantías reales se tendrá en cuenta la preferencia
que les corresponde, según sea el caso, esto es, de segundo grado si son garantías muebles y de
tercer grado si son inmuebles.

PARAGRAFO. La separación de los administradores y del revisor fiscal por causa de la toma de
posesión, al momento de la misma o posteriormente, da lugar a la terminación del contrato de
trabajo por justa causa y por ello no generará indemnización alguna.

2. Término. Dentro de un término no mayor de dos (2) meses prorrogables contados a partir de la
toma de posesión, la Superintendencia Bancaria, previo concepto del Fondo de Garantías de
Instituciones Financieras, determinará si la entidad debe ser objeto de liquidación, si se pueden
tomar medidas para que la misma pueda desarrollar su objeto conforme a las reglas que la rigen
o si pueden adoptarse otras medidas que permitan a los depositantes, ahorradores o inversionistas
obtener el pago total o un pago parcial de sus créditos de conformidad con este artículo. En los
dos últimos casos, el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras presentará a la
Superintendencia Bancaria el programa que aquél seguirá con el fin de lograr el cumplimiento de
la medida y en el cual se señalarán los plazos para el pago de los créditos. Dicho programa podrá



ser modificado cuando las circunstancias lo requieran, evento que se comunicará a la
Superintendencia Bancaria y a los interesados. Lo anterior sin perjuicio de que pueda haber
acuerdos entre los acreedores y la entidad objeto de la toma de posesión.

En el evento de que se disponga la liquidación de la entidad por parte de la Superintendencia
Bancaria, la toma de posesión se mantendrá hasta que termine la existencia legal de la entidad o
hasta que se entreguen los activos remanentes al liquidador designado por los accionistas, una
vez pagado el pasivo externo. Si se decide adoptar las medidas necesarias para que la entidad
pueda desarrollar su objeto social de acuerdo con las normas que la rigen u otras medidas que
permitan obtener el pago total o parcial de los créditos de los depositantes, ahorradores e
inversionistas, en la forma prevista en este artículo, la toma de posesión se mantendrá hasta que
la Superintendencia Bancaria, previo concepto del Fondo de Garantías de Instituciones
Financieras, determine la restitución de la entidad a los accionistas.

Cuando no se disponga la liquidación de la entidad, la toma de posesión no podrá exceder del
plazo de un (1) año, prorrogable por la Superintendencia Bancaria, por un plazo no mayor de un
año; si en ese lapso no se subsanaren las dificultades que dieron origen a la toma de posesión, la
Superintendencia Bancaria dispondrá la disolución y liquidación de la institución vigilada. Lo
anterior sin perjuicio de que el Gobierno por resolución ejecutiva autorice una prórroga mayor
cuando así se requiera en razón de las características de la entidad.

Notas de vigencia

- Artículo modificado por el artículo 22 de la Ley 510 de 1999, publicada en el Diario Oficial
No. 43.654 del 4 de agosto de 1999.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el artículo 22 de la
Ley 510 de 1999 por ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de
violación.

- Mediante Sentencia C-1066-00 de 16 de agosto 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio
Barrera Carbonell, la Corte Constitucional  declaró estése a lo resuelto en la Sentencia C-
1049-00.

- Parágrafo declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-1049-00 de 10 de agosto de 2000, Magistrado Ponente Dr. José
Gregorio Hernández Galindo, 'sólo si se lo entiende y aplica en el sentido de que la justa
causa para la terminación del contrato de trabajo y la exclusión de la indemnización se
configuran por la probada responsabilidad del trabajador en los hechos que han dado lugar a
la toma de posesión de la entidad. Bajo cualquiera otra interpretación, la norma acusada se
declara INEXEQUIBLE.'

Legislación anterior

Texto original del EOSF:

ARTICULO 116.



1. Efectos. La toma de posesión para liquidar conlleva:

a. La disolución de la institución de la que se toma posesión;

b. La separación de los administradores y directores de la administración de los bienes de la
intervenida;

c. La separación del revisor fiscal;

d. La exigibilidad de todas las obligaciones a plazo a cargo de la intervenida, sean
comerciales o civiles, estén o no caucionadas;

e. La formación de la masa de bienes;

f. La cancelación de los embargos decretados con anterioridad a la toma de posesión que
afecten bienes de la intervenida, con la finalidad de integrar la masa de la liquidación. Los
jueces que conozcan de los procesos en que se hayan practicado dichas medidas oficiarán a
los registradores de instrumentos públicos para que éstos procedan a cancelar los
correspondientes registros;

g. La terminación de toda clase de procesos de ejecución que cursen contra la intervenida,
una vez se encuentre ejecutoriada la providencia que ordene el avalúo y remate de los bienes
o la que ordene seguir adelante la ejecución, según el caso, para su acumulación dentro del
proceso de liquidación forzosa administrativa en lo que corresponda a la entidad en
liquidación.

Los jueces que estén conociendo de los mencionados procesos procederán de oficio y
comunicarán dicha terminación al Liquidador de la entidad. El título ejecutivo se hará valer
en el proceso liquidatorio y los créditos respectivos se tendrán por presentados
oportunamente, sin perjuicio de los pagos realizados con anterioridad en favor de los demás
acreedores de la liquidación.

No podrá iniciarse proceso ejecutivo contra la entidad en liquidación por obligaciones
contraídas con anterioridad a la toma de posesión.

Si dentro de los procesos liquidatorios actualmente en curso hubiesen sido remitidos
procesos ejecutivos al Fondo de Garantías de Instituciones Financieras sin haber dictado
providencia que ordene el avalúo y remate de bienes o que haya dispuesto seguir adelante la
ejecución, tales procesos serán devueltos al Juez del conocimiento quien deberá continuar y
adelantar las etapas procesales correspondientes.

h. La improcedencia del registro de la cancelación del gravamen constituido a favor de la
intervenida sobre cualquier bien cuya mutación esté sujeta a registro, salvo expresa
autorización del Director del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras o del
liquidador por él designado. Así mismo, los registradores no podrán inscribir ningún acto que
afecte el dominio de los bienes de propiedad de la intervenida, so pena de ineficacia, salvo
que dicho acto haya sido realizado por alguno de los funcionarios mencionados.

i. Los contratos de seguros, cualquiera que sea su clase, celebrados por una entidad
aseguradora respecto de la cual la Superintendencia Bancaria disponga, con fines
liquidatorios, la toma de posesión de sus bienes y haberes, terminará automáticamente, tres
(3) meses después de la fecha de ejecutoria del respectivo acto administrativo, con excepción



de los seguros de vida individual, en cuyo caso el mencionado plazo se ampliará hasta un año
contado a partir de la misma fecha. En el acto administrativo que ordene la toma de posesión
de los bienes y haberes de una entidad aseguradora se advertirá la consecuencia de la
terminación automática antes mencionada.

2. Término de vigencia de la medida. Cuando se haya tomado posesión de una institución
vigilada para liquidarla, se conservará dicha posesión hasta cuando se declare terminada su
existencia legal, salvo cuando se realice la entrega al liquidador designado en asamblea
convocada de acuerdo con lo previsto en la Parte Décima de este Estatuto o hasta cuando se
realice la entrega de los bienes y archivos de la liquidación, en los eventos en que los
accionistas no se presenten a la asamblea, en la forma prevista en el mismo artículo.

3. Efectos sobre los administradores. En los casos de toma de posesión de instituciones
vigiladas, sus directores y administradores estarán sujetos al régimen penal previsto en los
capítulos VII y VIII del título segundo del libro sexto del código de comercio.

4. Responsabilidad de directores y administradores. Todo director o gerente de una
institución vigilada que viole a sabiendas o permita que se violen las disposiciones legales,
será responsable de las pérdidas que cualquier individuo o corporación sufra por tales
infracciones, sin perjuicio de las demás sanciones que señala la ley.

ARTICULO 117. LIQUIDACIÓN COMO CONSECUENCIA DE LA TOMA DE
POSESIÓN. <Artículo modificado por el artículo 23 de la Ley 510 de 1999. El nuevo texto es el
siguiente:>

Liquidación como consecuencia de la toma de posesión

1. La decisión de liquidar la entidad implicará, además de los efectos propios de la toma de
posesión, los siguientes:

a) La disolución de la entidad;

b) La exigibilidad de todas las obligaciones a plazo a cargo de la intervenida, sean comerciales o
civiles, estén o no caucionadas, lo anterior sin perjuicio de lo que dispongan las normas que
regulen las operaciones de futuros, opciones y otros derivados;

c) La formación de la masa de bienes;

d) La terminación automática al vencimiento de un plazo de dos (2) meses siguientes a la
ejecutoria del acto administrativo, de los contratos de seguros vigentes, cualquiera que sea su
clase, celebrados por una entidad aseguradora respecto de la cual la Superintendencia Bancaria
disponga la liquidación. La Superintendencia Bancaria podrá ampliar este plazo hasta en seis
meses en el caso de seguros de cumplimiento y de vida. En el acto administrativo que ordene la
liquidación de una entidad aseguradora se advertirá la consecuencia de la terminación automática
antes mencionada. Lo anterior salvo que la entidad objeto de la toma de posesión ceda los
contratos correspondientes, lo cual deberá hacerse en todo caso cuando se trate de contratos de
seguros que otorguen las coberturas de la seguridad social previstas en la Ley 100 de 1993 y en
el Decreto-ley 1295 de 1994 y los de seguros obligatorios de accidentes de tránsito. Para este
efecto se tendrán en cuenta las reservas matemáticas correspondientes que constituyen ahorro
previsional del asegurado y si es del caso los derechos derivados de la garantía de la Nación, de
conformidad con la Ley 100 de 1993;



e) Los derechos laborales de los trabajadores gozarán de la correspondiente protección legal, en
los procesos de liquidación.

   

2. Término de vigencia de la medida. La toma de posesión de la entidad se conservará hasta
cuando se declare terminada su existencia legal, salvo cuando se realice la entrega al liquidador
designado en asamblea de accionistas.

Cuando se disponga la liquidación, la misma no podrá prolongarse por más de cuatro (4) años
desde su inicio. Lo anterior sin perjuicio de que el Gobierno lo pueda prorrogar por resolución
ejecutiva por un término mayor en razón del tamaño de la entidad y las condiciones de la
liquidación.

Notas de vigencia

- Artículo modificado por el artículo 23 de la Ley 510 de 1999, publicada en el Diario Oficial
No. 43.654 del 4 de agosto de 1999.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el artículo 23 de la
Ley 510 de 1999 por ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de
violación.

Legislación anterior

Texto original del EOSF:

ARTICULO 117. Efectos. La toma de posesión para administrar conlleva:

a. La separación de los administradores y directores de la administración de los bienes de la
intervenida;

b. La separación del revisor fiscal, y

c. La improcedencia del registro de la cancelación de gravamen constituido a favor de la
intervenida sobre cualquier bien cuya mutación esté sujeta a registro, salvo expresa
autorización del administrador designado por el Superintendente Bancario. Así mismo, los
registradores no podrán inscribir ningún acto que afecte el dominio de los bienes de
propiedad de la intervenida, so pena de ineficacia, salvo que dicho acto haya sido realizado
por el funcionario antes mencionado.

2. Término. Cuando se haya tomado posesión de una institución vigilada para administrarla,
se conservará dicha posesión hasta cuando se subsanen las causas que hayan dado lugar a la
adopción de la medida.

PARTE IV.



NORMAS ESPECIALES APLICABLES A LAS OPERACIONES DE LOS
ESTABLECIMIENTOS DE

CREDITO

CAPITULO I.

DISPOSICIONES ESPECIALES RELATIVAS A LAS OPERACIONES AUTORIZADAS

ARTICULO 118. OPERACIONES ESPECIALES.

1. Operaciones fiduciarias autorizadas. A partir de la vigencia de la Ley 45 de 1990, los
establecimientos de crédito no podrán prestar servicios fiduciarios, salvo tratándose de
operaciones de recaudo y transferencia de fondos que sean complementarias o vinculadas a sus
actividades o cuando obren como agentes de transferencia y registro de valores o como
depositarios. En ningún caso, la actuación como depositario en desarrollo del presente numeral
podrá implicar la recepción de moneda corriente, divisas o de cheques, giros y letras de cambio u
otros documentos análogos para su cobro.

No se aplicará lo dispuesto en este numeral a las instituciones financieras de creación legal, cuya
finalidad primordial sea la financiación de proyectos o programas de inversión del sector
energético, o la promoción del desarrollo regional y urbano actuando como entidades de
redescuento, o la financiación a través de redescuento de actividades de producción o
comercialización del sector agropecuario, o la ejecución directa de las normas y políticas
monetarias, cambiarias y crediticias, desempeñando facultades de naturaleza única o diferentes
de las que las leyes y reglamentos confieren a las demás instituciones financieras.

PARAGRAFO. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente numeral, los establecimientos de
crédito conservarán plena capacidad para ejecutar hasta su culminación los contratos de fiducia
de administración o disposición, celebrados con anterioridad a la vigencia de la ley en mención,
cuya finalidad sea la de garantizar o pagar pasivos. Para el efecto, el establecimiento de crédito
podrá ejercer las mismas facultades y estará sometido a las mismas obligaciones previstas en la
ley y en el contrato.

Concordancias

Ley 45 de 1990; Art. 6o.

2. Nuevas operaciones financieras. Las operaciones y servicios financieros nuevos que no versen
sobre actividades propias de entidades vigiladas por la Superintendencia de Valores podrán
prestarse por los establecimientos de crédito, previa autorización de su junta directiva. En todo
caso, los establecimientos deberán informar a la Superintendencia Bancaria las características de
la operación o servicio con una antelación no menor de quince (15) días a la fecha en que vayan
a iniciar su prestación. Una vez recibida esta información, la Superintendencia Bancaria
suministrará copia de la misma a la Junta Directiva del Banco de la República cuando ésta lo
solicite. Dicha Superintendencia podrá ordenar la suspensión de las mencionadas operaciones de
oficio o a petición de la Junta Directiva del Banco de la República, cuando impliquen
desviaciones al marco propio de las actividades de tales instituciones o por razones de política
monetaria o crediticia.



ARTICULO 119. REGIMEN DE FILIALES DE SERVICIOS FINANCIEROS Y
COMISIONISTAS DE BOLSA.

1. Inversiones en sociedades de servicios financieros, sociedades comisionistas de bolsa y
sociedades especializadas en depósitos y pagos electrónicos. <Inciso modificado por el artículo 4
de la Ley 1735 de 2014. El nuevo texto es el siguiente:> Los bancos, las corporaciones
financieras y las compañías de financiamiento podrán participar en el capital de sociedades
fiduciarias, sociedades comisionistas de bolsa, almacenes generales de depósito, sociedades
administradoras de fondos de pensiones y cesantías y sociedades especializadas en depósitos y
pagos electrónicos, siempre que se observen los siguientes requisitos:

Notas de Vigencia

- Inciso modificado por el artículo 4 de la Ley 1735 de 2014, 'por la cual se dictan medidas
tendientes a promover el acceso a los servicios financieros transaccionales y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 49.311 de 21 de octubre de 2014.

- Inciso 1. modificado por el artículo 7o. de la Ley 510 de 1999, publicada en el Diario
Oficial No. 43.654 del 4 de agosto de 1999.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el artículo 7 de la
Ley 510 de 1999 por ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de
violación.

Legislación Anterior

Texto modificado por la Ley 510 de 1999:

<Inciso modificado por el artículo 7o. de la Ley 510 de 1999. El nuevo texto es el siguiente:>
Inversiones en sociedades de servicios financieros y sociedades comisionistas de bolsa. Los
bancos, las corporaciones financieras, las corporaciones de ahorro y vivienda*1 y las
compañías de financiamiento comercial*2 podrán participar en el capital de sociedades
fiduciarias, sociedades comisionistas de bolsa, almacenes generales de depósito y sociedades
administradoras de fondos de pensiones y cesantías, siempre que se observen los siguientes
requisitos:

Texto original del inciso 1o. numeral 1., artículo 119 del EOSF:

1. Inversiones en sociedades de servicios financieros y comisionistas de bolsa. Los bancos,
las corporaciones financieras y las compañías de financiamiento comercial podrán participar
en el capital de sociedades fiduciarias, comisionistas de bolsa, almacenes generales de
depósito y sociedades administradoras de fondos de pensiones y cesantías, siempre que se
observen los siguientes requisitos:

a. Las entidades mencionadas deberán organizarse con arreglo a las normas de los
establecimientos bancarios, tener objeto exclusivo y revestir la forma de sociedad anónima;



también podrán constituirse bajo la forma de cooperativas cuando se trate de una filial de
servicios financieros constituida por bancos, corporaciones financieras o compañías de
financiamiento comercial*, de naturaleza cooperativa;

b. <Literal modificado por el artículo 7o. de la Ley 510 de 1999. El nuevo texto es el siguiente:>
La totalidad de las inversiones en sociedades filiales y demás inversiones de capital autorizadas,
diferentes de aquellas que efectúen los establecimientos en cumplimiento de disposiciones
legales, no podrá exceder en todo caso del ciento por ciento (100%) de la suma del capital,
reservas patrimoniales y cuenta de revalorización de patrimonio del respectivo banco,
corporación financiera, corporación de ahorro y vivienda* o compañía de financiamiento
comercial, excluidos los activos fijos sin valorizaciones y descontadas las pérdidas acumuladas,
y

Notas de vigencia

- Literal modificado por el artículo 7o. de la Ley 510 de 1999, publicada en el Diario Oficial
No. 43.654 del 4 de agosto de 1999.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el artículo 7 de la
Ley 510 de 1999 por ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de
violación.

Legislación anterior

Texto original del literal b., numeral 1., artículo 119 del EOSF:

b. La totalidad de las inversiones en sociedades filiales y demás inversiones de capital
autorizadas, diferentes de aquellas que efectúen los establecimientos en cumplimiento de
disposiciones legales, no podrá exceder en todo caso del cien por ciento (100%) de la suma
del capital y reservas patrimoniales del respectivo banco, corporación o compañía de
financiamiento comercial, excluidos los activos fijos sin valorizaciones, y

c. La participación en el capital no podrá ser inferior al cincuenta y uno por ciento (51%) de las
acciones suscritas, ya sea directamente o con el concurso de otras sociedades vinculadas a la
matriz, salvo que se trate de aquellas que se organicen como almacenes generales de depósito, en
cuyo caso tal participación puede ser inferior.

PARAGRAFO. Para los exclusivos efectos de lo dispuesto en la presente norma se entiende por
sociedades vinculadas aquéllas en las cuales la matriz tiene una participación en el capital igual o
superior al cinco por ciento (5%); aquéllas en las que estas últimas tengan una participación igual
o superior al veinte por ciento (20%); y aquéllas que tengan en la matriz una participación directa
o indirecta igual o superior al cinco por ciento (5%). En todo caso, la participación directa de la
matriz no podrá ser inferior al veinte por ciento (20%).

2. Prohibiciones generales. Las sociedades filiales de que trata el numeral anterior se someterán a
las siguientes reglas:



a. No podrán adquirir o poseer a ningún título acciones, cuotas, partes de interés o aportes
sociales de carácter cooperativo en cualquier clase de sociedades o asociaciones, salvo que se
trate de la inversión a que alude el artículo 110, numeral 2o. del presente Estatuto o de bienes
recibidos en pago, caso este en el cual se aplicarán las normas que rigen para los
establecimientos bancarios. No obstante, las sociedades comisionistas de bolsa, las sociedades
fiduciarias y las sociedades administradoras de fondos de pensiones y censatías podrán adquirir
acciones de conformidad con las disposiciones que rigen su actividad;

b. No podrán adquirir acciones de la matriz ni de las subordinadas de ésta, y

c. Cuando se trate de sociedades fiduciarias, de comisionistas de bolsa y de sociedades
administradoras de fondos de pensiones y cesantías, no podrán adquirir ni negociar títulos
emitidos, avalados, aceptados o cuya emisión sea administrada por la matriz, por sus filiales o
subsidiarias, salvo que se trate de operaciones de las sociedades comisionistas originadas en la
celebración de contratos de comisión para la compra y venta de valores, las cuales se sujetarán a
las reglas que para el efecto dicte la Superintendencia de Valores.

PARAGRAFO. Lo dispuesto en el presente numeral es aplicable también a todas aquellas
sociedades de servicios financieros en cuya constitución u organización participen entidades no
sometidas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia Bancaria.

3. Restricciones a las operaciones realizadas entre la matriz y sus filiales. Las operaciones de la
matriz con sus sociedades de servicio estarán sujetas a las siguientes normas:

a. No podrán tener por objeto la adquisición de activos a cualquier título, salvo cuando se trate de
operaciones que tiendan a facilitar la liquidación de la filial;

b. <literal modificado por el artículo 63 de la Ley 510 de 1999. El nuevo texto es el siguiente:>
No podrán consistir en operaciones activas de crédito, cuando se trate de sociedades fiduciarias,
comisionistas de bolsa y administradoras de fondos de pensiones y cesantías, salvo cuando se
trate del pago por el establecimiento bancario matriz de cheques girados por la filial por valor
superior al saldo de su cuenta corriente, siempre que el excedente corresponda al valor de
cheques consignados y aún no pagados por razón del canje, y su valor se cubra al día hábil
siguiente al del otorgamiento del descubierto, así como en aquellos casos análogos que el
Gobierno Nacional autorice, y

Notas de vigencia

- Literal b) numeral 3o. modificado por el artículo 63 de la Ley 510 de 1999, publicada en el
Diario Oficial No. 43.654 del 4 de agosto de 1999.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el artículo 63 de la
Ley 510 de 1999 por ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de
violación.

Legislación anterior



Texto original del literal b. numeral 3., artículo 119 del EOSF:

b. No podrán consistir en operaciones activas de crédito, cuando se trate de sociedades
fiduciarias, comisionistas de bolsa y administradores de fondos de pensiones y cesantías, y

c) <Numeral modificado por el artículo 35 de la Ley 795 de 2003. El nuevo texto es el
siguiente:> No podrán celebrarse operaciones que impliquen conflictos de interés. La
Superintendencia Bancaria determinará y calificará en la forma prevista en los incisos 2o. y 3o.
del numeral 6 del artículo 98 del presente Estatuto, la existencia de tales conflictos. Así mismo,
podrá establecer mecanismos a través de los cuales se subsane la situación de conflicto de
interés, si a ello hubiere lugar.

Notas de Vigencia

- Literal c) del numeral 3 modificado por el artículo 35 de la Ley 795 de 2003, publicado en
el Diario Oficial No. 45.064 de 15 de enero de 2003.

Legislación Anterior

Texto original del EOSF:

c. No podrán celebrarse operaciones que impliquen conflictos de interés. La
Superintendencia Bancaria podrá calificar, de oficio o a petición de parte, la existencia de
tales conflictos, para lo cual previamente oirá al Consejo Asesor.

PARAGRAFO. Lo dispuesto en el presente numeral es aplicable también a todas aquellas
sociedades de servicios financieros en cuya constitución u organización participen entidades no
sometidas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia Bancaria.

PARÁGRAFO 2o. <Parágrafo adicionado por el artículo 5 de la Ley 1735 de 2014. El nuevo
texto es el siguiente:> Con el fin de facilitar el acceso de los clientes de las sociedades
especializadas en depósitos y pagos electrónicos a otros productos financieros, estas sociedades
podrán transferir sus bases de datos con la información de sus clientes a su matriz. En todo caso,
para la realización de esta operación deberán observarse las disposiciones normativas que
regulan el manejo de la información y la protección de datos personales.

Notas de Vigencia

- Parágrafo adicionado por el artículo 5 de la Ley 1735 de 2014, 'por la cual se dictan
medidas tendientes a promover el acceso a los servicios financieros transaccionales y se
dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 49.311 de 21 de octubre de
2014.

4. Autonomía de las filiales. La actividad de las filiales de entidades sometidas al control y
vigilancia de la Superintendencia Bancaria deberá realizarse en condiciones de independencia y
autonomía administrativa, de modo que tengan suficiente capacidad de decisión propia para
realizar las operaciones que constituyen su objeto.

Notas de Vigencia



*2 El artículo 25 de la Ley 1328 de 2009, publicada en el Diario Oficial No. 47.411 de 15 de
julio de 2009, dispone: 'A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, las compañías de
financiamiento comercial pasarán a denominarse “Compañías de Financiamiento” y todas las
disposiciones vigentes referidas a aquellas, incluidas las previstas en el Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero, se entenderán referidas a estas.'.

*1 Sobre corporaciones de ahorro y vivienda, debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el
artículo 5 de la Ley 546 de 1999, publicada en el Diario Oficial No 43.827, del 23 de
diciembre de 1999, mediante el cual se dispuso la conversión de las corporaciones de ahorro
y vivienda en bancos comerciales.

ARTICULO 120. NORMAS APLICABLES A LAS OPERACIONES ACTIVAS DE
CREDITO.

1. Información requerida para el otorgamiento de crédito. <Numeral derogado por el artículo 101
de la Ley 1328 de 2009.>

Notas de Vigencia

- Numeral derogado por el artículo 101 de la Ley 1328 de 2009, publicada en el Diario
Oficial No. 47.411 de 15 de julio de 2009.

Legislación Anterior

Texto original del EOSF:

1. Información requerida para el otorgamiento de crédito..De conformidad con el artículo 620
del Decreto 624 de 1989 (Estatuto tributario), para efectos del otorgamiento de préstamos las
entidades de crédito deberán fundamentarse en la información contenida en la declaración de
renta y complementarios del solicitante, correspondiente al último período gravable.

2. Condiciones de los créditos de largo plazo para vivienda. Los créditos de largo plazo que
otorguen las instituciones financieras para la adquisición, construcción, mejora o subdivisión de
vivienda no podrán contener exigencias o contraprestaciones de ningún tipo.

Todos los comprobantes expedidos al deudor y las comunicaciones informativas referentes al
desarrollo del crédito deberán expresarse en moneda corriente.

En los seguros que se pacten sobre el bien hipotecado el valor asegurado no podrá sobrepasar el
de la parte destructible del inmueble; y en los seguros de vida del deudor, el valor asegurado no
excederá el del saldo insoluto del crédito. En todos los casos el deudor deberá recibir un
certificado individual y copia de las condiciones del contrato de seguro con la estipulación de la
tarifa aplicable. La factura de cobro del crédito presentará por separado y en moneda corriente la
liquidación de las primas como obligación independiente de los cobros referentes al crédito de
largo plazo.

3. Restricción a la exigencia de requisitos para la obtención de financiación. De conformidad con
el artículo 46 de la Ley 9a. de 1989, no podrá imponerse como requisito para la concesión de
préstamos, anticipos y pagos parciales del auxilio de cesantía con destino a la adquisición,
mejoramiento o subdivisión de vivienda de interés social ninguno de los siguientes:



a. Licencia de construcción o urbanización de inmuebles;

b. Reglamento de propiedad horizontal;

c. Escritura de propiedad del predio, o

d. Los registros y permisos establecidos por la Ley 66 de 1968, el Decreto Ley 2610 de 1979, el
Decreto Ley 78 de 1987 y normas que los reformen o adicionen.

4. Aceptación obligatoria de abonos anticipados. Antes de iniciarse el proceso ejecutivo, el
acreedor no podrá rechazar abonos con el fin de impedir la reducción de su cuantía en mora; para
evitar tal efecto, el deudor podrá acudir al procedimiento de pago por consignación extrajudicial
previsto en el Código de Comercio. En todo caso la aplicación del respectivo abono se hará de
conformidad con las normas legales vigentes.

5. Otorgamiento de crédito a los ocupantes de terrenos baldíos. De conformidad con lo dispuesto
en el parágrafo del artículo 41 de la Ley 135 de 1961, adicionado por el artículo 14 de la Ley 30
de 1988, la Caja de Crédito Agrario, Industrial y Minero y las demás entidades financieras
oficiales o semioficiales podrán otorgar créditos a los ocupantes de terrenos baldíos en zonas de
colonización; para el otorgamiento de estos préstamos no se exigirá al colono título que acredite
la propiedad del predio.

La Caja de Crédito Agrario, Industrial y Minero y demás entidades financieras del sector público
no podrán otorgar créditos a los ocupantes de terrenos baldíos que se encuentren dentro de las
áreas que conforman el sistema de parques nacionales, según el artículo 329 del Código de
Recursos Naturales.

6. Opción privilegiada de venta de bienes recibidos en pago. De conformidad con lo dispuesto en
el parágrafo segundo del artículo 8o. de la Ley 30 de 1988, el cual adicionó el artículo 14 de la
Ley 135 de 1961, los predios rurales, mejoras, equipos agroindustriales, semovientes y
maquinaria agrícola que los intermediarios financieros hayan recibido a título de dación en pago,
o adquirido en virtud de una sentencia judicial, deberán ser ofrecidos al Incora para que éste
ejerza el derecho de opción privilegiada de adquirirlos dentro del mes siguiente a la fecha en que
se le comunique la oferta. Las condiciones de avalúo y pago de estos bienes serán las
establecidas por la citada Ley 135 de 1961.

7. Mejoras de inmuebles como garantía de créditos. Las entidades que otorguen financiación para
la construcción, adquisición, mejora o subdivisión de vivienda de interés social podrán aceptar
como garantía de los créditos que concedan, la prenda de las mejoras que el beneficiario haya
realizado o realice en el futuro sobre inmuebles respecto de los cuales no pueda acreditar su
condición de dueño siempre y cuando los haya poseído regularmente por un lapso no inferior a
cinco (5) años.

El Gobierno dispondrá en el reglamento la forma de realizar el registro de los actos a que se
refiere el presente numeral.

ARTICULO 121. SISTEMAS DE PAGO E INTERESES.

1. Capitalización de intereses en operaciones de largo plazo. <Aparte en rojo INEXEQUIBLE
"únicamente en cuanto a los créditos para la financiación de vivienda a largo plazo"> En
operaciones de largo plazo los establecimientos de crédito podrán utilizar sistemas de pago que



contemplen la capitalización de intereses, de conformidad con las reglamentaciones que para el
efecto expida el Gobierno Nacional.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte 'que contemplen la capitalización de intereses' declarado EXEQUIBLE, por el cargo
analizado, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-308-22 de 1 de septiembre de
2022, Magistrado Ponente Dr. Antonio José Lizarazo Ocampo. <Análisis en relación con los
créditos educativos de largo plazo>

Establece el fallo:

'EXHORTAR al Gobierno Nacional a que, en ejercicio de sus competencias y en los
términos de la parte motiva de esta providencia, regule el crédito educativo para el acceso a
la educación superior, sin perjuicio de que adicionalmente promueva la legislación que
considere indispensable para el cumplimiento del mandato contenido en el inciso cuarto del
artículo 69 de la Constitución.'

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el aparte en rojo en relación
con los créditos educativos por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-422-06 de 31
de mayo de 2006, Magistrado Ponente Dr. Álvaro Tafur Galvis.

- Aparte en rojo 'que contemplen la capitalización de intereses' declarado INEXEQUIBLE,
únicamente en cuanto a los créditos para la financiación de vivienda a largo plazo,  por la
Corte Constitucional mediante Sentencia C-747-99 de 6 de octubre de 1999, Magistrado
Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra. Los efectos de este fallo se difieren hasta el 20 de junio
del año 2000, como fecha límite para que el Congreso expida la ley marco correspondiente.

2. Sistemas de pago alternativos para créditos de mediano y largo plazo. Las entidades que
concedan créditos de mediano o largo plazo denominados en moneda legal deberán ofrecer a los
usuarios sistemas de pagos alternativos con las siguientes características:

a. Un sistema de créditos que contemple en cada año el pago total de los intereses causados en el
período, o

b. Un sistema que ofrezca como beneficio para el deudor programas de amortización que
contemplen la capitalización de intereses conforme al artículo 886 del Código de Comercio y de
acuerdo con las condiciones que para el efecto establezca el Gobierno Nacional.

La Superintendencia Bancaria vigilará el cumplimiento de la presente norma de tal manera que
las entidades que otorguen créditos de mediano y largo plazo ofrezcan, a elección de los
usuarios, los sistemas establecidos en este numeral.

3. Límites a los intereses. <Numeral INEXEQUIBLE únicamente en cuanto a los créditos para la
financiación de vivienda a largo plazo> De conformidad con el artículo 64 de la Ley 45 de 1990
y para los efectos del artículo 884 del Código de Comercio, en las obligaciones pactadas en
unidades de poder adquisitivo constante (UPAC) o respecto de las cuales se estipule cualquier
otra cláusula de reajuste, la corrección monetaria o el correspondiente reajuste computará como
interés.



En cualquier sistema de interés compuesto o de capitalización de intereses se aplicarán los
límites previstos en el mencionado artículo. Sin embargo, dichos límites no se tendrán en cuenta
cuando se trate de títulos emitidos en serie o en masa, cuyo rendimiento esté vinculado a las
utilidades del emisor.

PARAGRAFO. Toda tasa de interés legal o convencional en la cual no se indique una
periodicidad de pago determinada se entenderá expresada en términos de interés efectivo anual.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Numeral 3o. declarado INEXEQUIBLE, únicamente en cuanto a los créditos para la
financiación de vivienda a largo plazo,  por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
747-99 de 6 de octubre de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alfredo Beltrán Sierra. Los efectos
de este fallo se difieren hasta el 20 de junio del año 2000, como fecha límite para que el
Congreso expida la ley marco correspondiente.

Concordancias

Código Civil; Art. 1617 Num. 3o.

ARTICULO 122. LIMITACIONES A LAS OPERACIONES ACTIVAS DE CREDITO.

1. Operaciones con socios o administradores y sus parientes. <Numeral modificado por el
artículo 36 de la Ley 795 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> Las operaciones autorizadas
que determine el Gobierno Nacional y que celebren las entidades vigiladas por la
Superintendencia Bancaria, con sus accionistas titulares del cinco por ciento (5%) o más del
capital suscrito, con sus administradores, así como las que celebren con los cónyuges y parientes
de sus socios y administradores dentro del segundo grado de consanguinidad o de afinidad, o
único civil, requerirán para su aprobación del voto unánime de los miembros de junta directiva
asistentes a la respectiva reunión.

En el acta de la correspondiente reunión de la junta directiva se dejará constancia, además, de
haberse verificado el cumplimiento de las normas sobre límites al otorgamiento de crédito o
cupos máximos de endeudamiento o de concentración de riesgos vigentes en la fecha de
aprobación de la operación.

En estas operaciones no podrán convenirse condiciones diferentes a las que generalmente utiliza
la entidad para con el público, según el tipo de operación, salvo las que se celebren con los
administradores para atender sus necesidades de salud, educación, vivienda y transporte de
acuerdo con los reglamentos que para tal efecto previamente determine la junta directiva de
manera general.

Notas de Vigencia

- Numeral 1. modificado por el artículo 36 de la Ley 795 de 2003, publicado en el Diario
Oficial No. 45.064 de 15 de enero de 2003.

Legislación Anterior



Texto original del EOSF:

1. Operaciones con socios o administradores y sus parientes. Las operaciones activas de
crédito que celebren las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria con sus
accionistas titulares del cinco por ciento (5%) o más del capital suscrito, con sus
administradores, así como las que celebren con los cónyuges y parientes de sus socios y
administradores dentro del segundo grado de consanguinidad o de afinidad, o único civil,
requerirán para su aprobación del voto unánime de los miembros de la junta directiva. En el
acta de la correspondiente reunión de la junta directiva se dejará constancia, además, de
haberse verificado el cumplimiento de las normas sobre límites al otorgamiento de crédito o
cupos máximos de endeudamiento vigentes en la fecha de aprobación de la operación.

En estas operaciones no podrán convenirse condiciones diferentes a las que generalmente
utiliza la entidad para con el público, según el tipo de operación, salvo las que se celebren
con los administradores para atender sus necesidades de salud, educación, vivienda y
transporte.

2. Sanciones institucionales por violación a las normas sobre límites decrédito. Sin perjuicio de
las sanciones de carácter personal previstas en la ley, la violación por parte de las entidades
sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria, con excepción de los
intermediarios de seguros, de lo dispuesto en las normas sobre límites a las operaciones activas
de crédito podrá dar lugar, por cada infracción, a la imposición de una multa a favor del Tesoro
Nacional, hasta por el doble del exceso sobre el límite señalado, que impondrá la
Superintendencia Bancaria.

ARTICULO 123. REGIMEN DE ALGUNAS OPERACIONES PASIVAS.

1. Régimen de tasas de interés aplicable a algunas operaciones pasivas de los establecimientos de
credito. Los establecimientos de crédito podrán convenir libremente las tasas de interés de las
operaciones pasivas que se señalan a continuación:

a. Captación de recursos a través de certificados de depósito a término por parte de los
establecimientos bancarios y las corporaciones financieras;

b. Captación de recursos a cualquier título por parte de las compañías de financiamiento
comercial*2, y

c. Captación de recursos por parte de las corporaciones de ahorro y vivienda*1, a través de
certificados de ahorro de valor constante y certificados de valor constante a plazo fijo.

2. Reglas sobre cheques fiscales. De conformidad con el parágrafo del artículo 1o. de la Ley 1a.
de 1980, está prohibido a las entidades sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia
Bancaria, acreditar o abonar en cuentas particulares cheques girados a nombre de las entidades
públicas.

Concordancias

Código de Comercio; Art. 731



3. Entidades facultadas para recibir depósitos de recursos para el pago de auxilios de desarrollo
regional. Cuando la Nación gire a sus oficinas ubicadas en los Departamentos y Municipios los
recursos para el pago de auxilios de desarrollo regional, éstos deberán consignarse de inmediato
en cuentas de ahorro de la Caja de Crédito Agrario, Industrial y Minero o de los Bancos Popular,
Cafetero o Ganadero que funcionen en la respectiva región, a nombre de la entidad beneficiada y
hasta tanto ésta proceda a retirarlos. El Contralor General de la República sancionará con multa
por valor igual a dos meses de remuneración, a los infractores de esta norma.

Notas de Vigencia

*2 El artículo 25 de la Ley 1328 de 2009, publicada en el Diario Oficial No. 47.411 de 15 de
julio de 2009, dispone: 'A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, las compañías de
financiamiento comercial pasarán a denominarse “Compañías de Financiamiento” y todas las
disposiciones vigentes referidas a aquellas, incluidas las previstas en el Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero, se entenderán referidas a estas.'.

*1 Sobre corporaciones de ahorro y vivienda, debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el
artículo 5 de la Ley 546 de 1999, publicada en el Diario Oficial No 43.827, del 23 de
diciembre de 1999, mediante el cual se dispuso la conversión de las corporaciones de ahorro
y vivienda en bancos comerciales.

CAPITULO II.

DISPOSICIONES ESPECIALES RELATIVAS A LAS OPERACIONES DE LOS
ESTABLECIMIENTOS

BANCARIOS.

ARTICULO 124. ASPECTOS GENERALES.

1. Restricciones en la emisión de obligaciones. Ningún establecimiento bancario podrá emitir
obligaciones que puedan o deban circular como moneda.

2. Remate de bienes dados en prenda. <Numeral derogado por el artículo 101 de la Ley 1328 de
2009>

Notas de Vigencia

- Numeral derogado por el artículo 101 de la Ley 1328 de 2009, publicada en el Diario
Oficial No. 47.411 de 15 de julio de 2009.

Legislación Anterior

Texto original del EOSF:

2. Todo establecimiento bancario gozará de la siguiente concesión:

Si transcurridos veinte (20) días después de vencido el plazo de una obligación garantizada
con prenda, el deudor no hubiere cancelado, podrá el banco, previo aviso al deudor, hacer
rematar la prenda en un martillo, debiendo entregar al prestatario lo que sobre, deducido del
producto del remate el capital, intereses y gastos.



3. Destinación regional preferente de los depósitos. <Numeral derogado por el artículo 101 de la
Ley 1328 de 2009>

Notas de Vigencia

- Numeral derogado por el artículo 101 de la Ley 1328 de 2009, publicada en el Diario
Oficial No. 47.411 de 15 de julio de 2009.

Legislación Anterior

Texto original del EOSF:

3. Los depósitos de una sucursal bancaria servirán preferentemente para atender a las
solicitudes de préstamos de la región respectiva. Para los efectos de este numeral, el
Superintendente Bancario dividirá el territorio de la República en zonas bancarias.

ARTICULO 125. NORMAS SOBRE CUENTAS CORRIENTES BANCARIAS.

1. Pago de cheques en descubierto. Cuando el banco pague cheques por valor superior al saldo de
la cuenta corriente, el excedente será exigible a partir del día siguiente al otorgamiento del
descubierto, salvo pacto en contrario.

El crédito así concedido ganará intereses en los términos previstos en el artículo 884 del Código
de Comercio.

2. Requisitos para la apertura de cuentas corrientes bancarias oficiales. De conformidad con lo
dispuesto en el artículo 3o. de la Ley 1a. de 1980, ningún establecimiento bancario podrá abrir
cuenta corriente bancaria a nombre de las entidades públicas sin el previo cumplimiento de los
requisitos legales y reglamentarios establecidos o que establezcan las autoridades fiscalizadoras
del orden nacional, departamental y municipal.

3. Negociabilidad interbancaria de cheques fiscales. En los eventos de negociabilidad
interbancaria de cheques fiscales, de acuerdo con el artículo 2o. de la Ley 1a. de 1980, el banco
consignatario deberá dejar constancia en el reverso del cheque de la cuenta de la entidad pública
a la cual ha sido abonado el importe respectivo.

4. Responsabilidad por pago irregular de cheques fiscales. De conformidad con el artículo 5o. de
la Ley 1a. de 1980, los establecimientos bancarios que pagaren o negociaren o en cualquier
forma violaren lo prescrito en dicha ley, responderán en su totalidad por el pago irregular y sus
empleados responsables quedarán sometidos a las sanciones legales y reglamentarias del caso.

ARTICULO 126. NORMAS SOBRE SECCIONES DE AHORROS.

1. Autorización para la apertura de secciones de ahorros. El Superintendente Bancario, una vez
establezca el cumplimiento de las normas de solvencia vigentes, concederá a los
establecimientos bancarios que lo soliciten, autorización para abrir y mantener secciones de
ahorros.

2. Ahorro contractual. Un establecimiento bancario puede hacer contratos con sus depositantes
de ahorros para pagar en tiempo convenido, depósitos de sumas fijas, hechos a intervalos
regulares, con intereses acumulados de los mismos, o a pagar tales depósitos cuando, con los



réditos acreditados, igualen a una suma determinada, y puede expedir, en prueba de tal contrato,
una certificación en que conste la suma dada a que deben acumularse tales depósitos o el tiempo
dado durante el cual los depósitos y los intereses deban acumularse.

Tales contratos no estipularán pérdida alguna de las sumas depositadas en caso de que no se
hagan los pagos regulares convenidos; pero pueden obligar al depositante, en tal evento, a perder
en todo o en parte, los intereses acreditados o devengados con anterioridad a tal incumplimiento.

3. Programas de captación de ahorros. Las secciones de ahorros de los bancos comerciales
ajustarán sus programas de captación de ahorros, mediante la realización de sorteos y
establecimiento de planes de seguro de vida en beneficio de sus depositantes, a las condiciones
que determine el Gobierno Nacional de acuerdo con el artículo 20 de la Ley 35 de 1993.

4. Inembargabilidad. <Numeral modificado por el artículo 4 de la Ley 1555 de 2012. El nuevo
texto es el siguiente:> Las sumas depositadas en depósitos electrónicos a los que se refiere el
artículo 2.1.15.1.1. del Decreto 2555 de 2010 o en la sección de ahorros no serán embargables
hasta la cantidad que se determine de conformidad con lo ordenado en el artículo 29 del Decreto
2349 de 1965.

Notas de Vigencia

- Numeral 4 modificado por el artículo 4 de la Ley 1555 de 2012, publicada en el Diario
Oficial No. 48.486 de 9 de julio de 2012.

Legislación Anterior

Texto original del Decreto 663 de 1993:

4. Las sumas depositadas en la sección de ahorros no serán embargables hasta la cantidad que
se determine de conformidad con lo ordenado en el artículo 29 del Decreto 2349 de 1965.

Concordancias

Código de Comercio; Art. 1387

Código Civil; Art. 411

Código Sustantivo del Trabajo; Art. 156

Ley 21 de 1982; Art. 4o.

5. Destinación de los recursos provenientes de depósitos de ahorro. Los depósitos de ahorro
captados por la sección de ahorros de los bancos comerciales, podrán invertirse en las siguientes
operaciones:

a. Inversiones u operaciones de crédito ordinarias o de fomento, y

b. En valores de renta fija emitidos por entidadesde derecho público, establecimientos de crédito
o sociedades anónimas nacionales.

Concordancias



Código de Comercio; Art. 1396; Art. 1397; Art. 1398

Ley 1151 de 2007; Art. 70  

ARTICULO 127. CONDICIONES DE LOS DEPOSITOS DE AHORROS.

1. Libertad para el recibo de depósitos. Todo establecimiento bancario podrá limitar la cantidad
que un individuo o asociación pueda depositar en su sección de ahorros, a la suma que estime
conveniente, y podrá también, a su arbitrio, negarse a recibir un depósito o devolverlo en
cualquier tiempo total o parcialmente.

2. Depósitos de menores. Cuando se haga un depósito de ahorros por un menor a nombre de él,
tal depósito debe ser mantenido por la exclusiva cuenta y en beneficio de tal menor de acuerdo
con los términos del contrato, estará libre del control o embargo, de cualesquiera otras personas,
será pagado con sus intereses a la persona a cuyo nombre haya sido hecho, y el recibo o
cancelación de dicho menor será suficiente descargo para el establecimiento bancario por el
depósito o cualquier parte de él.

3. Depósito en favor de terceros. Cuando se haya hecho un depósito de ahorros por una persona
que haya pagado de acuerdo con los términos de dicho contrato en fideicomiso para otra, y no se
haya dado al banco otro aviso posterior escrito de la existencia y condición de un fideicomiso
legal y válido, en caso de muerte del fideicomisario, el depósito o cualquier parte de él, junto con
sus intereses, podrá ser pagado a la persona para la cual fue hecho el depósito.

4. Depósitos conjuntos. Cuando se haga un depósito en nombre de dos personas y en forma tal
que deba ser pagado a cualquiera de ellas, o a la que sobreviva, tal depósito y las adiciones que a
él se haga después por cualquiera de dichas personas, será propiedad de los dos conjuntamente,
se mantendrá con sus intereses, para el uso exclusivo de aquéllas, y podrá pagarse a cualquiera
de las dos, mientras vivan ambas, o a la sobreviviente después de la muerte de alguna de ellas.
Tal pago y el recibo de aquél a quien se haya hecho, serán descargos suficientes y válidos para el
establecimiento, siempre que éste no haya recibido, antes de efectuarse dicho pago, una orden
escrita para que no lo verifique, de acuerdo con los términos del contrato de depósito.

El hecho de hacerse un depósito en esa forma, libre de fraude o de influencia indebida, será
prueba de la intención que tuvieron dichos depositantes de conferir derechos sobre tal depósito y
sobre las sumas que se le agregarán, a favor del sobreviviente de ellos, en cualquier acción o
procedimiento en que éste o el establecimiento bancario sea parte.

5. Reglas para el retiro de depósitos. Las sumas depositadas en la sección de ahorros de un
establecimiento bancario, junto con los intereses devengados por ellas, serán pagadas a los
respectivos depositantes o a sus representantes legales, a petición de éstos, en la forma y
términos, y conforme a las reglas que prescriba la junta directiva, con sujeción a las
disposiciones del presente numeral, los numerales 2., 3., 4., 6., y 7. del presente artículo y del
numeral 2. del artículo 126 de este Estatuto y a la aprobación del Superintendente.

Tales disposiciones se fijarán en lugar visible del local donde se efectúen los negocios de la
sección de ahorros y se imprimirán en las libretas u otras constancias de depósito suministradas
por ésta, y serán prueba entre el establecimiento y los depositantes de las condiciones en las
cuales se aceptan tales depósitos.



El establecimiento bancario podrá en cualquier tiempo, en virtud de una resolución de la junta
directiva, exigir que se le de aviso anticipado de sesenta (60) días para el pago de los depósitos
de ahorros, y en este evento, ningún depósito será debido o pagadero hasta los sesenta (60) días
después de que el depositante haya avisado su propósito de girarlo. Si tales depósitos no se
hubieren girado quince (15) días después de vencido el término de los sesenta (60) días, no serán
debidos o pagaderos en virtud o por razón de dicho aviso. Nada de lo aquí dispuesto, sin
embargo, podrá desvirtuar los contratos celebrados entre las instituciones bancarias y sus
depositantes de ahorros, respecto al aviso del giro ni podrá tomarse como prohibición a tales
establecimientos de hacer pagos de depósitos de ahorros antes de vencerse los expresados
sesenta (60) días.

Ningún establecimiento bancario podrá convenir con sus depositantes de ahorros, en renunciar
de antemano al expresado aviso de sesenta (60) días.

6. Libreta. Con excepción de lo dispuesto en el artículo 126 numeral 2o, ningún establecimiento
bancario podrá pagar depósitos de ahorros, o una parte de ellos, o los intereses, sin que se
presente la libreta u otra constancia de depósito y se haga en ella el respectivo asiento al tiempo
del pago, salvo en aquellos casos en que el pago se produzca mediante la utilización por parte del
usuario de un medio electrónico que permita dejar evidencia fidedigna de la transacción
realizada.

La junta directiva de cualquier establecimiento bancario puede en sus reglamentos establecer que
se haga el pago en caso de pérdida de las libretas u otras constancias de depósito o en otros casos
excepcionales en que éstas no puedan presentarse sin pérdidas o grave inconveniente para los
depositantes. El derecho de hacer tales pagos cesará cuando lo disponga el Superintendente, si
éste se cerciorare de que tal derecho se ejerce por el banco de una manera inconveniente; pero
pueden hacerse los pagos en virtud de sentencia u orden judicial.

7. Entrega de depósitos sin perjuicio de sucesión. <Numeral modificado por el artículo 5 de la
Ley 1555 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> Si muriere una persona titular de Depósitos
Electrónicos a los que se refiere el artículo 2.1.15.1.1. del Decreto 2555 de 2010, o de una cuenta
en la sección de ahorros, o de una cuenta corriente, o de dineros representados en certificados de
depósito a término o cheques de gerencia, o de cualquier otro depósito cuyo valor total a favor de
aquella no exceda del límite que se determine de conformidad con el reajuste anual ordenado en
el artículo 29 del Decreto 2349 de 1965, y no hubiera albacea nombrado o administrador de los
bienes de sucesión, el establecimiento bancario puede, a su juicio, pagar el saldo de dichas
cuentas, o los valores representados en los mencionados títulos valores –previa exhibición y
entrega de los instrumentos al emisor– al cónyuge sobreviviente, al compañero o compañera
permanente, o a los herederos, o a uno u otros conjuntamente, según el caso, sin necesidad de
juicio de sucesión. Como condición de este pago el establecimiento bancario puede requerir
declaraciones juradas respecto a las partes interesadas, la presentación de las debidas renuncias,
la expedición de un documento de garantía por la persona a quien el pago se haga y el recibo del
caso, como constancia de pago. Por razón de tal pago, hecho de acuerdo con este numeral, el
establecimiento bancario no tendrá responsabilidad para con el albacea o el administrador
nombrados después.

Notas de Vigencia



- Numeral modificado por el artículo 5 de la Ley 1555 de 2012, publicada en el Diario
Oficial No. 48.486 de 9 de julio de 2012.

- Numeral modificado por el artículo 119 de la Ley 1395 de 2010, publicada en el Diario
Oficial No. 47.768 de 12 de julio de 2010.

Legislación Anterior

Texto modificado por la Ley 1395 de 2010:

7. Entrega de depósitos sin juicio de sucesión. <Numeral modificado por el artículo 119 de la
Ley 1395 de 2010. El nuevo texto es el siguiente:> Si muriere una persona titular de una
cuenta en la sección de ahorros, o de una cuenta corriente, o de dineros representados en
certificados de depósito a término o cheques de gerencia, cuyo valor total a favor de aquella
no exceda del límite que se determine de conformidad con el reajuste anual ordenado en el
artículo 29 del Decreto 2349 de 1965, y no hubiera albacea nombrado o administrador de los
bienes del sucesión, el establecimiento bancario puede, a su juicio, pagar el saldo de dichas
cuentas, o los valores representados en los mencionados títulos valores –previa exhibición y
entrega de los instrumentos al emisor– al cónyuge sobreviviente, al compañero o compañera
permanente, o a los herederos, o a uno u otros conjuntamente, según el caso, sin necesidad de
juicio de sucesión. Como condición de este pago el establecimiento bancario puede requerir
declaraciones juradas respecto a las partes interesadas, la presentación de las debidas
renuncias, la expedición de un documento de garantía por la persona a quien el pago se haga
y el recibo del caso, como constancia de pago. Por razón de tal pago, hecho de acuerdo con
este numeral, el establecimiento bancario no tendrá responsabilidad para con el albacea o el
administrador nombrados después.

Texto original del Estatuto Orgánico del Siatema Financiero:

7  Entrega de depósitos sin juicio de sucesión. Si muriere una persona dejando una cuenta en
la sección de ahorros cuyo saldo a favor de aquélla no exceda del límite que se determine de
conformidad con el reajuste anual ordenado en el artículo 29 del Decreto 2349 de 1965, y no
hubiera albacea nombrado o administrador de los bienes de la sucesión, el establecimiento
bancario puede, a su juicio, pagar el saldo de dicha cuenta al cónyuge sobreviviente, o a los
herederos, o a uno y otros conjuntamente, según el caso, sin necesidad de juicio de sucesión.
Como condición de este pago el establecimiento bancario puede requerir declaraciones
juradas respecto a las partes interesadas, la presentación de las debidas renuncias, la
expedición de un documento de garantía por la persona a quien el pago se haga y el recibo
del caso, como constancia del pago. Por razón de tal pago, hecho de acuerdo con este
numeral, el establecimiento bancario no tendrá responsabilidad para con el albacea o el
administrador nombrados después.

Concordancias

Código de Comercio; Art. 1396; Art. 1397; Art. 1398

Ley 1151 de 2007; Art. 70  

ARTICULO 128. TASAS DE INTERES EN OPERACIONES PASIVAS.

1. Tasas de interés de los depósitos de ahorro, comunes y a término. De acuerdo con los artículos



1o. y 3o. del Decreto 2994 de 1990, las tasas de interés que ofrezcan reconocer los bancos
comerciales por la captación de recursos mediante depósitos de ahorro, comunes y a término, así
como su forma de liquidación, serán fijadas libremente por la entidad depositaria e informadas al
público, de acuerdo con la reglamentación que para el efecto expida la Superintendencia
Bancaria.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el artículo 3 de la Ley 1793 de 2016, 'por medio de la cual se dictan normas en
materia de costos de los servicios financieros y se dictan otras disposiciones', publicada en el
Diario Oficial No. 49.927 de 7 de julio de 2016:

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 3. Las entidades autorizadas para captar recursos del público están en la
obligación de reconocer a los usuarios una tasa de interés remuneratoria mínima en todas las
cuentas de ahorro, para cualquier nivel de depósito.'.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el aparte subrayado de este
numeral por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-991-06 de 29 de noviembre de
2006, Magistrado Ponente Dr. Álvaro Tafur Galvis.

2. Variación de la tasa fijada. Las tasas de interés que se fijen conforme al numeral anterior, no
podrán ser variadas durante el período de liquidación del respectivo depósito.

3. Tasas de interés de los certificados de depósito de ahorro a término. De acuerdo con el artículo
2o. del Decreto 2994 de 1990 las secciones de ahorro de los bancos comerciales podrán convenir
libremente con los depositantes las tasas de interés en las captaciones de ahorro que efectúen a
través de certificados de depósito de ahorro a término.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el artículo 3 de la Ley 1793 de 2016, 'por medio de la cual se dictan normas en
materia de costos de los servicios financieros y se dictan otras disposiciones', publicada en el
Diario Oficial No. 49.927 de 7 de julio de 2016:

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 3. Las entidades autorizadas para captar recursos del público están en la
obligación de reconocer a los usuarios una tasa de interés remuneratoria mínima en todas las
cuentas de ahorro, para cualquier nivel de depósito.'.

Concordancias



Código de Comercio; Art. 1396; Art. 1397; Art. 1398

ARTICULO 129. ASPECTOS RELATIVOS A LOS BANCOS HIPOTECARIOS.

1. Operaciones autorizadas para bancos hipotecarios. Los bancos hipotecarios quedan
autorizados para efectuar las siguientes operaciones y no otras:

a. Hacer préstamos a largo plazo, garantizados con hipoteca y que deban ser cubiertos por pagos
periódicos de intereses y amortización de capital;

b. Emitir cédulas de inversión que puedan ser pagaderas al portador o a la orden, garantizadas
con hipotecas constituidas a favor de dicho banco, y

c. Administrar bienes raíces que haya recibido en virtud de arreglo de deudas; pero cualquier
inmueble que adquiera y que no emplee para oficinas del banco, deberá ser enajenado dentro de
cinco (5) años, a contar desde la fecha de la adquisición; mas este período podrá ser prorrogado
por el Superintendente Bancario por un término no mayor de dos (2) años.

d. <Literal adicionado por el artículo 10 de la Ley 510 de 1999. El texto es el siguiente:>
Realizar las operaciones de que trata el numeral 5 del artículo 22 del presente Estatuto.

Notas de vigencia

- Literal adicionado por el artículo 10 de la Ley 510 de 1999, publicada en el Diario Oficial
No. 43.654 del 4 de agosto de 1999.

Notas del Editor

- Para la interpretación de este artículo, sobre las operaciones autorizadas a los bancos
hipotecarios, debe tenerse en cuenta las adiciones efectuadas por el artículo 4 del Decreto
2423 de 1993,  el artículo 1 del Decreto 1554 de 1995, el artículo 1 del Decreto 1606 de
1995, el artículo 1 del Decreto 789 de 1996

Los textos referidos son los siguientes:

DECRETO 789 DE 1996:

ARTICULO 1o. En adición a las operaciones autorizadas en el Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero a los bancos hipotecarios, en adelante éstos quedan facultados para
efectuar las siguientes:

a) Las autorizadas a los bancos comerciales con las restricciones y condiciones aplicables a
éstas:

b) Las activas contempladas en las letras a) hasta g) del artículo 19 del Estatuto Orgánico del
Sistema Financiero y todas las pasivas permitidas a las corporaciones de ahorro y vivienda,
con las restricciones y condiciones aplicables a éstas y aquéllas:

c) La administración anticrética de inmuebles financiados por ellos, con las restricciones y
condiciones aplicables a las corporaciones de ahorro y vivienda en dicha materia.

d) La inversión voluntaria en bonos de vivienda de interés social que emita el Banco Central



Hipotecario, con las restricciones y condiciones aplicables a las corporaciones de ahorro y
vivienda en dicha materia.

PARAGRAFO. El alcance de la expresión operaciones, empleador, empleada en el presente
artículo, no incluye las inversiones de capital.

DECRETO 1606 DE 1995:

ARTICULO 1o. En adición a las operaciones autorizadas a las corporaciones financieras, en
adelante éstas quedan facultadas para celebrar operaciones de underwriting en cualquier
modalidad respecto de títulos emitidos por la Nación, siempre y cuando los mismos se hayan
sujetado a las normas legales y reglamentarias sobre emisión, suscripción y colocación
financieras de carácter general que señale la Junta Directiva del Banco de la República en
ejercicio de sus competencias.

DECRETO 1554 DE 1995: <Decreto derogado por el artículo 4 del Decreto 789 de 1996>.

ARTICULO 1o. En adición a la operaciones autorizadas, los bancos hipotecarios en adelante
quedan autorizados para efectuar las operaciones de colocación permitidas a las
corporaciones de ahorro y vivienda.

PARAGRAFO. La cartera y las operaciones activas de crédito de los bancos hipotecarios
estarán sujetas a las mismas condiciones y restricciones previstas para las corporaciones de
ahorro y vivienda con excepción de lo dispuesto en el inciso 1o del artículo 5o del Decreto
2533 de 1994.

DECRETO 2423 DE 1993:

ARTICULO 4o. NUEVAS OPERACIONES DE LOS BANCOS HIPOTECARIOS.
 <Artículo derogado por el artículo 4 del Decreto 789 de 1996. El texto original es el
siguiente:> En adelante, los bancos hipotecarios, como entidades bancarias, quedan
autorizados a efectuar todas las operaciones de los bancos comerciales de manera general.
Así mismo, los bancos hipotecarios quedan autorizados para realizar las operaciones de
captación de recursos actualmente permitidas a las corporaciones de ahorro y vivienda.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Mediante Sentencia C-1370-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, la Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el artículo 10 de la
Ley 510 de 1999 por ineptitud de la demanda a causa de la ausencia de concepto de
violación.

2. Reglas relativas a los depósitos. Los bancos hipotecarios podrán recibir depósitos a término
reembolsables con un plazo no menor de ciento ochenta (180) días. Cuando existan depósitos a
plazo mayor de ciento ochenta (180) días y el beneficiario quiera retirarlos antes del vencimiento
estipulado, el banco podrá exigir que se le de aviso sesenta (60) días antes de la fecha en que
vaya a retirarse el depósito.

Los bancos hipotecarios podrán recibir depósitos de sumas fijas, a intervalos regulares, para
cubrirlos cuando esos depósitos, junto con sus intereses acumulados, asciendan a una cantidad



determinada.

3. Prueba de los depósitos. Los depósitos se acreditarán por medio de libretas o de certificados
de depósito que el banco entregará a los depositantes.

4. Condiciones para el retiro de depósitos. Conforme a las disposiciones de la ley, los depósitos a
término no podrán retirarse sino dentro de las condiciones estipuladas entre el banco y el
depositante y dichas condiciones deben hallarse impresas en las libretas y en los certificados de
depósito, sometiéndolas previamente a la aprobación del Superintendente Bancario.

5. Garantía de las obligaciones pasivas. Las obligaciones pasivas de los bancos quedarán
garantizadas con las hipotecas que se otorguen en favor de ellos y con su capital social y fondo
de reserva.

Notas del Editor

- Para la interpretación de este artículo, debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el artículo 2
del Decreto 1554 de 1995, los artículos 2 y 3 del Decreto 789 de 1996

Los textos referidos son los siguientes:

DECRETO 789 DE 1996:

ARTICULO 2o. La cartera y las operaciones, activas de crédito de los bancos hipotecarios
quedarán sujetas, adicionalmente, a las siguientes condiciones y restricciones generales:

a) Por lo menos el ochenta y cinco por ciento (85%) del total de su cartera deberá estar
respaldada con garantía hipotecaria;

b) El valor total de los préstamos para consumo, incluidos entre éstos los créditos para
vehículo, no podrá exceder del 75% del total de su cartera.

ARTICULO 3o. La cartera de los bancos hipotecarios respaldada con fiducia en garantía de
que trata el Decreto 2348 de 1995 computará dentro del porcentaje previsto en la letra a) del
artículo 2o del presente Decreto.

DECRETO 1554 DE 1995: <Decreto derogado por el artículo 4 del Decreto 789 de 1996>.

ARTICULO 2o. Por lo menos el ochenta y cinco por ciento (85%) del total de cartera de los
bancos hipotecarios deberá estar respaldada con garantía hipotecaria.

PARAGRAFO. Lo dispuesto en el presente artículo es aplicable inclusive para los créditos
que se otorguen en desarrollo de las operaciones autorizadas por el artículo 4o del Decreto
2423 de 1993.

6. Libertad en la estipulación de condiciones sobre sus operaciones. Los bancos hipotecarios
tendrán libertad para estipular los intereses, comisiones y cuotas de amortización que hayan de
cobrar y pagar, así como los plazos de sus obligaciones activas y pasivas y el modo de
cumplirlas.

ARTICULO 130. DISPOSICIONES RELATIVAS A LAS CEDULAS HIPOTECARIAS.



1. Naturaleza de las cédulas. Las cédulas emitidas por los bancos hipotecarios serán únicamente
cédulas hipotecarias, con el carácter de documentos de inversión.

Las cédulas hipotecarias se considerarán como créditos privilegiados que gozan de preferencia
sobre cualquiera otro que haya a cargo de los bancos hipotecarios, con excepción de los
depósitos de ahorros.

2. Aviso sobre emisión de cédulas. Cada vez que un banco hipotecario haga una emisión de
cédulas deberá dar aviso por escrito a la Superintendencia Bancaria, especificando el monto de la
emisión, el número y serie de cédulas, la fecha en que fueron emitidas, así como el plazo en que
deben amortizarse y el interés que devenguen.

3. Contenido de las cédulas hipotecarias. En las cédulas hipotecarias que se emitan dentro del
país deberán constar, en castellano, todas las circunstancias de la emisión y las que sirvan para
identificarlas, así como las condiciones relativas a intereses y amortizaciones del capital. Irán
firmadas por el gerente del banco y por otro empleado legalmente designado para tal efecto.

4. Garantía. Las cédulas hipotecarias emitidas por los bancos hipotecarios tendrán como garantía
los créditos hipotecarios de amortización gradual otorgados a favor del banco con preferencia a
cualquier otro derecho de terceros.

La garantía de que habla el inciso anterior es colectiva, es decir, el conjunto de los créditos
hipotecarios de amortización gradual garantiza la totalidad de las cédulas en circulación.

5. Condiciones de los sorteos. Los sorteos de cédulas se verificarán, por lo menos, dos (2) veces
al año. En cada sorteo deberá amortizarse el número de cédulas que fuere necesario para que el
valor nominal de las que hayan de quedar en circulación no exceda, en ningún caso, del importe
líquido de los créditos hipotecarios que el Banco poseyere.

Cuando se trate de cédulas emitidas y vendidas dentro del territorio nacional, los sorteos serán
públicos. A ellos debe asistir un notario, quien protocolizará el acta respectiva, copia de la cual
debe remitirse a la Superintendencia Bancaria por el banco que haga el sorteo.

Además de los sorteos ordinarios, los bancos pueden hacer sorteos extraordinarios, siempre que
lo permitan sus estatutos y las condiciones impresas en las cédulas y sujetándose, en tal caso, a
las reglas establecidas para los sorteos ordinarios.

6. Publicidad sobre los sorteos. Se deberá anunciar cualquier sorteo de amortización, sea éste
ordinario o extraordinario, por lo menos con quince (15) días de anticipación, y los valores sólo
devengarán intereses hasta quince (15) días después de verificado el sorteo, aún cuando esta
fecha no coincida con el vencimiento del respectivo cupón. Dentro de los ocho (8) días
siguientes al sorteo el banco publicará en uno o más periódicos de amplia circulación, la lista de
los números de las cédulas sorteadas.

7. Reembolso. Las cédulas presentadas para su reembolso serán canceladas inmediatamente
después de hecho el pago. Periódicamente se procederá a la destrucción de dichas cédulas, con
todas las formalidades legales.

Las cédulas de su emisión que recobren los bancos hipotecarios por reembolso de préstamo, se
considerarán fuera de circulación, para el efecto de establecer la proporción entre las cédulas que
se hallen en circulación y el importe de los créditos hipotecarios vigentes. Las cédulas recibidas



en reembolso por concepto de capital de préstamos, deberán amortizarse.

ARTICULO 131. INVERSIONES DE LOS BANCOS COOPERATIVOS. En materia de
inversiones a los bancos cooperativos les será aplicable la disposición consagrada en la letra b)
del artículo 28 del presente Estatuto y las normas generales dictadas para establecimientos
bancarios, en cuanto estas últimas resulten compatibles con su naturaleza.
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